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0. PRESENTACIÓN 

Turisme Comunitat Valenciana y la Dirección General de Turismo, dentro de las acciones 
enmarcadas en el Programa de Trabajo para 2022 de la Comisión Interdepartamental de 
Turismo,  ha promovido el presente Estudio que tiene por objeto analizar  la normativa de 
la Generalitat Valenciana que afecta a las actividades turísticas regladas, con la finalidad 
de generar herramientas para la unificación del sistema de seguimiento de los trámites en 
diferentes departamentos de la Generalitat para dar de alta un establecimiento o, también, 
poner en funcionamiento una actividad turística. 
 
Especialmente, el estudio tiene como finalidad lograr agilizar los trámites y protocolos que 
deben aplicarse en relación con:  
 

A. Establecimientos de Alojamiento Turístico  

B. Turismo Activo y Ecoturismo 

C. Guías Turísticos  
D. Agencias de Viaje. 
E. Establecimientos de restauración. 

 
A lo largo del mismo (1) se analiza el carácter transversal del Turismo y su proyección sobre 
la normativa ambiental, urbanística o de otra índole, (2) detectando obstáculos existentes 
en la normativa vigente que dificultan la autorización y funcionamiento de actividades 
turísticas regladas, y (3) proponiendo alternativas y en su caso modificaciones normativas 

con la finalidad de generar un marco jurídico más ágil que potencie el emprendimiento en 
este sector. 
 
Y es que, es innegable que el Turismo es un sector transversal en el que confluyen múltiples 
interrelaciones entre un amplio conjunto de agentes que intervienen en la producción de 
una variedad de servicios y actividades. 
 
Ese carácter transversal se refleja en la incidencia que tiene sobre el mismo otras 
legislaciones y normativas sectoriales que condicionan la autorización y puesta en marcha 
de las actividades turísticas regladas.  
 
Por ello, las decisiones administrativas sobre las actividades turísticas se encuentran 
disgregadas en distintos departamentos o entes administrativos ajenos a los propios 
competentes en materia de Turismo en la Comunitat Valenciana, que analizan los proyectos 
empresariales sin tener en consideración la especificidad del fenómeno turístico.  
 
Entidades Locales y distintos departamentos de la Administración autonómica se 
pronuncian sobre aspectos específicos de su competencia en cada proyecto que pretende 
llevarse a cabo, sin una visión global de la actividad turística y de sus peculiaridades.  
 
Lo anterior supone un reto de proporciones considerables, pues una gestión eficiente en 
materia de política turística va a requerir trabajar de forma coordinada y eficaz entre todas 
las Administraciones públicas implicadas, sobre todo trasladando esa singularidad en la 
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aplicación de normativas sectoriales concretas. El Urbanismo, el Medio Ambiente, etc… se 
convierten en bloques normativos con una incidencia directa en las actividades turísticas 
que pueden requerir una unidad de interpretación desde la óptica del Turismo.  
 
Precisamente por ello, el Libro Blanco para una Nueva Estrategia Turística de la Comunitat 
Valenciana expone la importancia del consenso entre todos los agentes públicos y 
privados intervinientes. E igualmente el Plan Estratégico de Turismo de la Comunitat 
Valenciana 2020-2025 recoge en su Línea Estratégica 1 “la Gobernanza del Turismo” un 
programa específico de coordinación administrativa cuyo objetivo es afianzar espacios 
estables de diálogo y consenso para mejorar los efectos positivos de las actuaciones de 
las administraciones en el desarrollo de la actividad turística, así como aprovechar 
sinergias institucionales para minimizar las duplicidades y maximizar la eficiencia de las 
inversiones. 
 
En ocasiones, esa visión generalista de la normativa sectorial no turística plantea o propone 
medidas que dificultan la autorización de actividades turísticas regladas, y que desde una 
lógica interpretativa turística no tienen todo el sentido que deberían tener.  El presente 
Estudio pretende identificar estos obstáculos y propone una redefinición de la normativa 
sectorial para reformularlos desde una lógica turística. 

 
Por último, hay que señalar que este Estudio se enmarca en el compromiso de competitividad 
del sector turístico y de agilidad garantizando el libre acceso y ejercicio de la actividad 
turística mediante la simplificación de los trámites administrativos, la racionalización y 

agilidad de los procedimientos y la accesibilidad del ciudadano a la información y a los 
servicios por medios telemáticos que contempla el art. 5 de la LTOH. 
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1. INTRODUCCIÓN 

1.1 OBJETO DEL ESTUDIO. 

El objeto principal de este Estudio lo constituye la revisión de la normativa sectorial aplicable 
a la implantación y puesta en funcionamiento de actividades turísticas regladas, tanto las 
propias sectoriales turísticas como la normativa ambiental, urbanística o de otra índole, con 
el propósito de ir detectando puntos oscuros que dificultan la autorización de las mismas. 

A lo largo del mismo se podrá apreciar la estructura actual de los procedimientos de 
implantación y puesta en servicio de las actividades turísticas, haciendo especial incidencia 
en aquellos puntos que, desde una óptica turística plantean obstáculos o dificultades que 
pueden carecer de lógica. 

Y como consecuencia de este análisis se plantean determinados cambios normativos que se 
sugieren a modo de recomendación o propuesta, que tienen como finalidad generar un 
marco jurídico más ágil que potencie el emprendimiento en este sector. 

Como idea general, el Estudio propone la configuración de una experiencia piloto de apoyo 
al emprendedor en las actividades turísticas, a cargo de los órganos competentes en materia 
de Turismo de la Comunitat Valenciana, cFonsistente en una suerte de “mentoring” a las 
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iniciativas que así lo soliciten de forma voluntaria, monitorizando el avance de los expedientes 
que se acojan a este proyecto, y orientando al emprendedor en la obtención de aquellos 
permisos, informes o autorizaciones que resulten necesarios con carácter previo al inicio de 
la actividad que pretende llevar a cabo. 

A tal efecto se define un canal de comunicación entre el emprendedor y los órganos de 
Turismo, utilizando los recursos actualmente existentes (https://www.turisme.GVA.es). A 
través de ese canal de comunicación se designaría un “gestor” que supervise y oriente la 
labor de preparación de la documentación necesaria para el inicio de la actividad. Para ello 
se han tenido que tener en consideración ciertas limitaciones de la arquitectura y diseño de 
estos recursos existentes, y la necesidad de realizar una experiencia piloto que aproveche 
las posibilidades actuales, sin perjuicio de ello pudiera ser el embrión, a través de una norma 
específica, de la creación de un Punto de Atención al Emprendedor. 

El presente Estudio, como es lógico no analiza todas y cada una de las normas y 
disposiciones que pueden resultar de aplicación sobre una actividad turística reglada, sino 
que se centra en analizar aquellas que resultan más relevantes (medio ambiente, urbanismo 
y normativa en materia de establecimientos públicos). Por lo tanto, no es un análisis completo 
y exhaustivo sino una reflexión sobre las posibilidades de una interpretación desde la 
perspectiva turística de aquellas normas con mayor incidencia en la autorización de las 
actividades turísticas regladas. 

Tampoco las propuestas que se realizan se deben entender como propuestas cerradas, sino 
que por el contrario lo que pretenden es generar un debate constructivo entre los órganos 

competentes en materia de Turismo y los distintos órganos y entidades competentes en otros 
sectores con incidencia en las actividades turísticas que permita llegar a consensos y puntos 
de acuerdo desde la perspectiva del favorecimiento de la actividad turística en nuestra 
Comunitat Valenciana por ser esta un vector esencial de su desarrollo económico y social. 

 

1.2 RESUMEN DE LOS ASPECTOS MÁS 
SIGNIFICATIVOS DEL PROCESO DE 
PARTICIPACIÓN: PRINCIPALES OBJETIVOS Y 
RETOS PLANTEADOS POR LOS SECTORES 
EMPRESARIALES Y POR LAS 
ADMINISTRACIONES. 

En el Anexo 2 de este Estudio se recogen los aspectos más significativos del proceso de 
participación seguido para la elaboración de este informe. 

El resumen de todas estas entrevistas realizadas nos permite estructurar el siguiente cuadro 
de conclusiones: 

1. El problema básico común a todos los entrevistados es el tiempo que se tarda en lograr 
la apertura de un establecimiento o el inicio de una actividad turística, si bien ese factor 
“tiempo” no es sinónimo a “tiempo de tramitación del expediente”. El emprendedor o 
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empresario que decide iniciar una actividad turística, antes de estar en disposición de 
iniciar el expediente para la tramitación de la misma tiene que computar un plazo que 
se considera extraordinariamente largo para (1) recabar toda la información necesaria 
para enfocar el trabajo técnico preparatorio (proyecto); (2) solicitar informes previos – 
en algunos casos preceptivos- a diferentes organismos que, difícilmente se conoce 
cuáles son; (3) contrata asistencia o técnicos con cierta experiencia en estas 
tramitaciones; y (4) soportar un coste en todo este proceso. Luego el procedimiento 
puede ir más o menos rápido en la tramitación, pero para el emprendedor o empresario 
el tiempo se cuenta desde que decide iniciar la actividad y da el primer paso hasta que 
obtiene el título habilitante. 

 
2. El segundo problema en orden de importancia radica en la falta de coordinación 

existente entre la normativa turística y otras normas que resultan de aplicación 
(normativa ambiental, urbanística o de establecimientos público, así como también la 
normativa sanitaria, en aspectos tales como la seguridad alimentaria respecto de los 
establecimientos turísticos que elaboran, sirven y/o comercializan alimentos, etc.), lo 
que se hace más patente en aquellos casos en los que la evolución social va creando 
nuevos usos, formas diferentes de ejercicio de actividad, etc., que no están 
contemplados literalmente en la normativa turística, lo que genera inseguridad jurídica 
(interpretaciones divergentes a nivel municipal, permisividad o no en función de factores 
no objetivos, etc.). Mayoritariamente se considera que existe un margen para la 
flexibilización de las categorías actualmente establecidas con el fin de otorgar esa 
adaptación de la normativa turística a esos nuevos modos de ejercer y desarrollar las 

actividades turísticas. Los ejemplos más llamativos de esta cuestión la ofrecen los 
campings y la hostelería. Por el lado de los campings explotados bajo la forma de 
Mobile-homes se genera la controversia sobre si estos Mobile-home permitidas por la 
normativa turística computan o no computan a efectos de edificabilidad ya que como 
tales no están contempladas por la normativa urbanística. Por el lado de la hostelería, 
se genera la controversia sobre la compatibilidad de usos en un mismo local que, si 
bien se prevé normativamente dicha posibilidad, exige la tramitación separada y 
obtención del título habilitantes para cada una de las modalidades previstas. 

 
3. Vinculado con el problema descrito en el apartado anterior relativo a la estratificación y 

compartimentación de los distintos usos, se aprecia en otros sectores de las actividades 
turísticas (restauración, esencialmente) el problema burocrático que supone el tramitar 
o presentar distintas Declaraciones Responsables u otros títulos habilitantes para cada 
una de las actividades que se pretenden desarrollar en un mismo local, a pesar de que 
la ubicación sea la misma (el mismo local). Y en este sentido se sugiere la posibilidad 
de reducir la carga burocrática que ello representa tramitando una única DERE que 
englobe todas y cada una de las actividades que se desarrollan en el mismo local. 
 

4. El cuarto problema destacado en las entrevistas hace referencia a la escasez de medios 
de la Administración Turística Valenciana, en particular en lo que se refiere a la 
Inspección Turística. Se reconoce que el sistema basado en Declaraciones 
Responsables es ágil y cumple con las exigencias de un procedimiento administrativo 
acorde con el principio de libertad de empresa, pero es necesario que la Administración 
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tenga medios para verificar que esas Declaraciones Responsables no son la forma de 
iniciar una actividad turística sin cumplir con las exigencias normativas que resultan de 
aplicación, puesto que ello afecta directamente al sector en su conjunto, a la 
competencia con el resto de operadores que sí que cumplen con los requisitos 
normativos, a la imagen de marca del sector y en general tiene un coste reputacional 
para los distintos sectores y zonas del territorio de la Comunitat Valenciana. 

 
5. Relacionado con el anterior se ha puesto de manifiesto la cantidad de expedientes que 

se tramitan en estos momentos en los diferentes Servicios Territoriales de Turismo para 
inscribir en el Registro de Turismo a las Viviendas de Uso Turístico (VuT) y la 
complejidad de estos expedientes, ya que desde la entrada en vigor de la Ley 15/2018, 
de Turismo, Ocio y Hospitalidad (LTOH), se ha de acreditar que la vivienda de uso 
turístico dispone del informe favorable de compatibilidad urbanística emitido por el 
ayuntamiento en el que radica la vivienda que pretende ser de uso turístico. En la 
emisión de esos informes municipales de compatibilidad urbanística la práctica 
demuestra que existen una diversidad de criterios que hace extraordinariamente 
compleja la interpretación de los mismos, partiendo de la incertidumbre que muchos 
Ayuntamientos siguen teniendo sobre la naturaleza del uso urbanístico de las VuT, ya 
que a pesar de que doctrinal y jurisprudencialmente en la actualidad es pacífico el 
considerarlas como uso Terciario algunos Ayuntamientos, probablemente debido a una 
errónea interpretación terminológica siguen considerándolas como Uso Residencial, lo 
que hace que el Registro de Turismo incorpore datos que no son homogéneos en 
función de la propia interpretación que en cada municipio se haga de esta cuestión. 

También en relación con las VuT se pone de manifiesto la dificultad que existe cuando 
el Ayuntamiento correspondiente no emite esos certificados de compatibilidad 
urbanística, bien porque su planeamiento urbanístico no está adaptado a esta nueva 
figura y no las contempla, o resulta difícil interpretarlo, o simplemente por puras razones 
de oportunidad. Esta dificultad promueve el intrusismo en el sector, perjudica a las VuT 
regladas de la Comunitat Valenciana, e impide demostrar las ventajas de la oferta 
alojativa de las VUTS regladas y los beneficios que generan en el conjunto de la 
sociedad, de acuerdo con los parámetros generales de la marca Turismo Comunitat 
Valenciana (calidad de servicios turísticos profesionales, responsables, hospitalarios, 
inclusivos y comprometidos con el desarrollo sostenible y los principios del Código Ético 
Mundial del Turismo). 
 

6. Otro problema destacado es la complejidad de la normativa urbanística para el inicio 
de determinados tipos de actividades turísticas. Se considera que el fomento del 
desarrollo de actividades turísticas puede ser una herramienta de enorme importancia 
para luchar contra la despoblación de parte de la Comunitat Valenciana, si bien la 
normativa urbanística ha olvidado esta perspectiva y pone trabas de dificultad máxima 
para el ejercicio de estas. Se denuncia la extraordinaria lentitud en obtener una 
Declaración de Interés Comunitario para el desarrollo de una actividad turística en suelo 
no urbanizable, (por ejemplo, campings, alojamientos de turismo rural, etc). Esta 
dificultad en general provoca una cadena de perjuicios al sector turístico ya que por 
ejemplo las fuentes de financiación actuales (fondos de inversión, etc.) ni siquiera 
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contemplan horizontes temporales tan amplios para la puesta en marcha de una 
actividad turística. 

 
7. Finalmente, los entrevistados ponen de relieve la falta de concreción en cuanto a las 

actividades turísticas propias del turismo activo y ecoturismo. En concreto, la 
problemática viene derivada de la ausencia de una clara distinción entre las actividades 
deportivas, de ocio o de experiencias turísticas que deben ser dadas de alta como 
turismo activo y/o ecoturismo, así como la falta de especificación sobre los requisitos 
técnicos, profesionales y de seguros que deben presentarse para el inicio de cada una 
de las actividades. 
 

1.3  VALORACIÓN DE LAS CONCLUSIONES 
OBTENIDAS EN EL PROCESO DE 
PARTICIPACIÓN. 

Desde nuestro punto de vista es posible detectar un mínimo común denominador en las 
aportaciones realizadas en la fase de participación pública de este trabajo.  

La normativa sectorial Turística de la Comunitat Valenciana, por definición vertical, proyectada 
sobre un sector de actividad concreto, se ha producido como un compartimento estanco sin 
plantearse la conveniencia u oportunidad de incidir en la normativa transversal que tan 
directamente le afecta, como es la normativa ambiental o la urbanística.  Esta circunstancia 

produce una situación que en determinados temas puede ser generadora de conflictos y en todo 
caso lo que produce es complejidad y por ende retrasos en la tramitación de las autorizaciones 
y permisos necesarios para el inicio de las actividades.  

• No se conocen con exactitud los informes sectoriales que una actividad turística 
requiere poque esos informes no se contemplan en la normativa turística. 

• Las actividades turísticas están consideradas desde la perspectiva urbanística o 
ambiental sin tener en consideración su propia especificidad turística, los 
elementos que aportan valor añadido a la oferta turística de la Comunitat 
Valenciana. Y así por ejemplo la normativa urbanística establece restricciones 
cuantitativas o cualitativas que nada tienen que ver con las políticas turísticas, 
restringiendo habitualmente las nuevas formas o modos del ejercicio de estas 
actividades sencillamente por la falta de adecuación de la normativa urbanística, 
dado que no las contempla. 

Como planteamiento general de este Estudio, proponemos la ruptura de esta posición aséptica 
de la normativa turística respecto de la normativa urbanística o ambiental, para adoptar una 
posición más comprometida. En este sentido nos alineamos con todo un sector de la doctrina 
que plantea la necesidad de atender a las necesidades urbanísticas especiales que demanda 
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el sector del turismo. Este sector doctrinal 1 ha llegado a plantear la necesidad de consagrar 
el “uso turístico” como uno de los usos singulares del suelo, estableciendo sus propios 
estándares urbanísticos y la necesidad de su contemplación en los distintos instrumentos de 
planeamiento urbanístico. Aunque la cuestión nos lleva más allá de los límites de este Estudio, 
aportaremos algunas pinceladas a este respecto: 

a) La no consideración como uso urbanístico del uso turístico está anclada en las
raíces del turismo estacional típico del Estado Español. Siendo una actividad, la
turística, que se desarrolla una reducida temporada al año, no tendría sentido
planificar urbanísticamente sus necesidades propias, sino que la misma es lógico
que se adaptase a las necesidades del uso a desarrollar en la mayoría del año.

b) Por la misma razón, resultaría innecesario planificar urbanísticamente los
problemas de convivencia en un mismo espacio físico entre turistas y residentes,
cuando en realidad ambos plantean necesidades radicalmente distintas, sobre
todo en materia de infraestructuras y servicios (por ejemplo, sin ánimo de
exhaustividad, obsérvese en las diferentes exigencias de centros docentes,
culturales o sanitarios; o en las necesidades de un trazado diferente de la red viaria
y su accesibilidad a ella: vías más anchas y fundamentalmente peatonales, en

1 “La difícil convivencia entre el uso turístico y el uso residencial: las bases del modelo canario (la consagración 
legislativa del uso turístico como uno de los usos del suelo y el principio de especialización de los usos -residenciales 
y turísticos-“)José Suay Rincon es Catedrático de Derecho Administrativo, Ex Magistrado del Tribunal Supremo y 
Consejero del Consejo Consultivo de Canarias Juan José Santana Rodríguez es Director del Área Funcional de 

unos casos; y, por el contrario, lugares de fácil acceso al tráfico rodado, en los 
otros). 

c) El resultado de este fenómeno es que la planificación urbanística no atiende,
generalmente el fenómeno turístico y es el mercado el que elige cómo y dónde
sitúa los establecimientos turísticos, con qué intensidad, etc…

En este sentido hemos de significar que el informe sectorial que prevé el art. 26.2
LTOH en la tramitación de los instrumentos urbanísticos de planeamiento, o de sus
modificaciones, que contemplen explícitamente, o posibiliten, la clasificación y
zonificación de suelos para la implantación de actividades no suple esta carencia,
puesto que su orientación es ex post, analizando las previsiones del planeamiento
urbanístico, no a la inversa.

d) De hecho, la LTOH se inspira en esa misma filosofía puesto que su regulación se
focaliza en las “empresas” pero no en las “actividades” turísticas.  En efecto, es
llamativo que a pesar de que la administración turística valenciana es la
“especialista” en las actividades turísticas, la legislación vigente guarde un
cuidado exquisito en no entrar a regular el contenido de las actividades turísticas.

Fomento. Delegación de Gobierno de Canarias. Departamento de Derecho Público de la Universidad de Las Palmas 
de Gran Canaria.El artículo se publicó en el número 3 de la Revista General de Derecho del Turismo (Iustel,junio 2021) 
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Y así a pesar de que el art. 52 LTOH enumera qué se entiende por actividades y 
servicios turísticos, luego se contempla tan sólo una mera definición de las mismas 
que ha sido completada por el Decreto 10/2021, de 22 de enero, del Consell, de 
aprobación del Reglamento regulador del alojamiento turístico en la Comunitat 
Valenciana; y por el Decreto 22/2012 de 27 de enero, regulador del turismo activo 
en la Comunitat Valenciana. 

e) La Legislación turística canaria fue pionera en 1995 y definió, a los efectos 
urbanísticos, un “uso turístico” a contemplar en los Planes Generales de 
Ordenación Urbana de los municipios, que proyectara sobre el suelo ordenado, el 
“destino turístico” del mismo, identificando cada uno de los atractivos y núcleo, 
capacidad máxima, zona de influencia y límites a de la oferta alojativa2. 

f) Una previsión de esta naturaleza ¿chocaría con el principio de autonomía local 
consagrado en nuestra Constitución? A nuestro modo de ver no lo haría en la 
medida en que el concepto de autonomía local, tal y como se reconoce en los arts. 
137 y 140 CE, equivale a la garantía institucional de la misma, es decir, a la 
necesidad de asegurar un contenido mínimo de decisión municipal, que el 
legislador debe respetar, en tanto en cuanto en el mismo se desarrolla el derecho 
de la comunidad local a participar a través de órganos propios en el gobierno y 

 

2 Inicialmente lo hizo con la aprobación de la Ley 7/1995, 6 de abril, de Ordenación del Turismo de Canarias, más tarde 
se reflejó en el Plan Insular de Ordenación de Gran Canaria (Decreto 7/1995, de 27 de enero), que ya incluyó dentro del 
ámbito del uso turístico que venía a consagrar el citado Plan dos modalidades de “uso turístico”, “definido como uso 

administración de cuantos asuntos le atañen, lo cual no es obstáculo para que 
existan configuraciones legales diversas, válidas en cuanto respeten aquella 
garantía institucional.  

En ese sentido es claro que la Generalitat Valenciana tiene competencia para 
definir las condiciones en las que han de desarrollarse todos los usos urbanísticos 
de implantación en la ciudad y para determinar los requisitos necesarios para 
autorizar el ejercicio de todas las actividades económicas y por supuesto, el 
Ayuntamiento tiene competencias para aplicar la técnica de la zonificación y 
establecer aquellas áreas más adecuadas para la implantación de un uso 
urbanístico u otro. 

g) Es cierto que tradicionalmente la legislación urbanística valenciana ha omitido toda 
referencia a la definición concreta de los usos urbanísticos a los que se refiere 
genéricamente (identificando los tres usos característicos: residencial, industrial y 
terciario) sin concretar en qué consisten cada uno de ellos, qué actividades se 
incorporan a los mismos etc… 

 Y ahí surge gran parte de los problemas que han aflorado en la fase de 
participación pública de este trabajo. Por ejemplo, mientras que para algunos 

característico y dominante de alojamiento temporal” y finalmente ello se consolidó en la Ley 2/2013, de 29 de mayo, de 
renovación y modernización turística en Canarias. 
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planes urbanísticos el “uso alojativo” sea para un alojamiento permanente o 
temporal se considera “residencial” en cambio otros planes segmentan ese uso 
alojativo en función de sus fines específicos y así consideran “residencial” el uso 
alojativo permanente y/o habitual, y “terciario” el uso alojativo temporal u ocasional 
(propiamente turístico). 

h) Es posible que en estos momentos sea pronto para proponer desde los órganos 
competentes en materia turística un cambio de tanta trascendencia como el que 
sugerimos en el punto anterior. De lo que no cabe la menor duda es que el mismo 
comportaría una relevante clarificación de todos los conflictos que hoy se plantean 
en orden al inicio y puesta en funcionamiento de las actividades turísticas regladas. 
El ejemplo más paradigmático lo ofrecerían las viviendas turísticas, pero sucede 
lo mismo en las actividades turísticas a desarrollar en suelo no urbanizable, etc… 

i) Por esa razón y como orientación general de este trabajo lo que propondremos es 
la incorporación de algunas modificaciones legislativas en la normativa sectorial 
urbanística, ambiental y también en la normativa turística que tomen como punto 
de partida esa singularidad propia de las actividades turísticas y que trasladen al 
contenido de las mismas esos aspectos diferenciales para que puedan ser tenidos 
en consideración en sus procedimientos de aplicación, incluso previendo la 
posibilidad de eximir del cumplimiento de determinados requisitos o formalidades  
determinados tipos de actividades turísticas en atención al valor añadido que 
comportan para el conjunto de la oferta turística de la Comunitat Valenciana. 

 

2. MARCO NORMATIVO DE REFERENCIA: 

2.1 LA NORMATIVA TURÍSTICA REGULADORA DE 

LA AUTORIZACIÓN Y PUESTA EN SERVICIO DE 

LAS ACTIVIDADES TURÍSTICAS REGLADAS. 

2.1.1 LA NORMATIVA TURÍSTICA EN VIGOR 
EN RELACIÓN CON LOS DISTINTOS TIPOS 
DE ESTABLECIMIENTOS Y ACTIVIDADES. 

Las actividades turísticas regladas se regulan con carácter general en la Ley 15/2018, de 7 de 
junio, de turismo, ocio y hospitalidad de la Comunitat Valenciana (en adelante, “LTOH”); si bien 
el régimen aplicable a su puesta en marcha se ha determinado reglamentariamente. 

En concreto, la puesta en funcionamiento de las actividades turísticas regladas se regula en la 
normativa turística siguiente: 

Normativa estatal: 

• Ley 49/1960, de 21 de julio, sobre propiedad horizontal (en adelante “LPH”) 
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• Real Decreto 1837/2008, de 8 de noviembre, por el que se incorporan al 
ordenamiento jurídico español la Directiva 2005/36/CE, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 7 de septiembre de 2005, y la Directiva 
2006/100/CE, del Consejo, de 20 de noviembre de 2006, relativas al 
reconocimiento de cualificaciones profesionales, así como a determinados 
aspectos del ejercicio de la profesión de abogado (en adelante, “Real Decreto 

1837/2008”) 

 Normativa autonómica: 

• Ley 15/2018, 7 de junio, de la Generalitat, de turismo, ocio y hospitalidad de la 
Comunitat Valenciana (en adelante, “LTOH”). 

• Decreto 1/2022, de 14 de enero, del Consell, de regulación del Registro de 
Turismo de la Comunitat Valenciana (en adelante, “Decreto 1/2022”). 

• Decreto 10/2021, de 22 de enero, del Consell, de aprobación del Reglamento 
regulador del alojamiento turístico en la Comunitat Valenciana (en adelante, 
“Decreto 10/2021”)3. 

 

3 Según la información facilitada para la elaboración de este Estudio, está previsto en el Plan Normativo de 2023 la 
modificación de este Decreto para adecuar algunos aspectos de carácter técnico del mismo. 

4 Idem anterior. 

• Decreto 101/2018, de 27 de julio, del Consell, por el que se aprueba el 
Reglamento de agencias de viajes de la Comunitat Valenciana (en adelante, 
“Decreto 101/2018”) 

• Decreto 22/2012, de 27 de enero, del Consell, regulador del turismo activo en 

la Comunitat Valenciana (en adelante, “Decreto 22/2012”)4. 

• Decreto 9/2009, de 9 de enero, del Consell, regulador de los establecimientos 

de restauración en la Comunitat Valenciana5. 

• Decreto 62/1996, de 25 de marzo, del Gobierno Valenciano, por el que se 
aprueba el reglamento regulador de la profesión de guía de turismo (en 
adelante, “Decreto 62/1996”). 

• Resolución de 3 de junio de 2021, del director general de Turismo y director 
de Turisme Comunitat Valenciana, por la que se convocan las pruebas de 
habilitación de guía de turismo de la Comunitat Valenciana y pruebas de 
ampliación de idiomas para los y las guías habilitados por la Comunitat 
Valenciana.  

5 En el momento de la redacción de este estudio está en proceso de revisión el Decreto 9/2009, de 9 de enero, del Consell, 
regulador de los establecimientos de restauración en la Comunitat Valenciana,  para su actualización por lo que no se ha 
contemplado, en este estudio,  el análisis de trámites y protocolo respecto a los citados establecimientos. 
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• Otra normativa que pudiera afectar a establecimientos hoteleros, bloques y 
conjuntos de viviendas turísticas, apartamentos, villas, chalés, bungalow y 
similares, y de las empresas gestoras, personas jurídicas o físicas, dedicadas 
a la cesión de su uso y disfrute, alojamiento turístico rural en el interior de la 
Comunitat Valenciana, campings y las áreas de pernocta en tránsito para 
autocaravanas de la Comunitat Valenciana. 

Normativa autonómica organizativa: 

• Decreto 169/2020, de 30 de octubre, del Consell, de aprobación del 
Reglamento orgánico y funcional de la Presidencia de la Generalitat (en 
adelante “Decreto 169/2020”) 

• Decreto 7/2020, de 17 de enero, del Consell, de regulación de los órganos 
para la coordinación de la acción turística y del organismo público para la 
gestión de la política turística. (en adelante “Decreto 7/2020”). 

• Decreto 80/2014, de 6 de junio, del Consell, por el que se determinan los 
órganos competentes en la Comunitat Valenciana para el reconocimiento de 
cualificaciones profesionales obtenidas en otros países miembros de la Unión 
Europea, y se establece el procedimiento de acreditación y autenticación de 
títulos y certificados de competencia obtenidos en la Comunitat Valenciana (en 
adelante, “Decreto 80/2014”). 

 

Toda esta normativa se encuentra accesible a todos los ciudadanos a través de la página web 
https://presidencia.GVA.es/va/web/turisme/normativa. 

A. ESTABLECIMIENTOS DE ALOJAMIENTO TURÍSTICO  

El Decreto 10/2021 regula la actividad de establecimiento de alojamiento turístico. A este 
respecto, se consideran empresas de alojamiento turístico aquellas que se dedican, de manera 
profesional, habitual y mediante precio, a proporcionar alojamiento a las personas, con o sin 
prestación de otros servicios de carácter complementario. 

Por su parte se consideran establecimientos de alojamiento turístico los locales, instalaciones 
o infraestructuras estables abiertos al público en los que las empresas y demás prestadores 
proporcionan alojamiento a las personas, con o sin prestación de otros servicios de carácter 
complementario.  

El alojamiento turístico se puede integrar en alguna de las siguientes modalidades: 

1) Establecimientos hoteleros. 

2)  Bloques y conjuntos de apartamentos turísticos. 

3) Viviendas de uso turístico. 

https://presidencia.gva.es/va/web/turisme/normativa
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4)  Campings. 

5) Áreas de pernocta en tránsito para autocaravanas. 

6) Alojamiento turístico rural. 

7) Albergues turísticos. 

La puesta en marcha de la actividad de establecimiento de alojamiento turístico se lleva a cabo 
a través de la presentación de declaración responsable de actividad (en adelante, “DERE”). 

Los interesados en poner en marcha la actividad de establecimiento de alojamiento turístico 
deben presentar, ante el Servicio Territorial de Turismo de la provincia en la que se ubique el 
alojamiento, una DERE en la que manifiesten el cumplimiento de los requisitos preceptivos 
según la tipología pretendida, así como el compromiso de mantenerlos durante el tiempo de 
vigencia de la actividad. 

Si bien el modelo de DERE que se debe cumplimentar dependerá de la modalidad del 
alojamiento turístico que se pretenda implantar, en todos las DERE de alojamiento turístico 
deben manifestarse los siguientes aspectos: 

1) Que se dispone de título bastante para dedicar el inmueble/ terreno a la 
actividad de alojamiento en la modalidad declarada. 

2) Que el establecimiento cuenta con los requisitos técnicos generales y 
específicos exigidos por el Decreto 10/2021 y que se compromete a 
mantenerlos durante la vigencia de la actividad. 

3) Que el establecimiento cuenta con las licencias, certificados o 
autorizaciones exigidas por otros departamentos o administraciones 
públicas, especialmente urbanísticas, ambientales, sanitarias y/o de 
seguridad alimentaria – respecto de aquellos establecimientos turísticos 
que elaboran, sirven o comercializan alimentos- y de apertura que, en su 
caso, resulten exigibles y y, concretamente para establecimientos 
turísticos que elaboran, sirven o comercializan alimentos, su inscripción  
en los registros sanitarios. 

En caso de que el establecimiento se ubique en suelo no urbanizable 
común, se debe declarar expresamente que se ha obtenido la declaración 
de interés comunitario que atribuye el correspondiente uso y 
aprovechamiento turístico, o, en su caso, que se ha obtenido su exención 
conforme a la legislación urbanística vigente. 

4) Que el establecimiento dispone de un seguro de responsabilidad civil u 
otra garantía equivalente para cubrir los daños y perjuicios que puedan 
provocar en el desarrollo de su actividad. La cuantía mínima del capital 
asegurado se ajusta a las plazas máximas declaradas. 
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En todo caso, a la DERE se adjuntará la acreditación de la personalidad física o jurídica del 
interesado. 

Con la presentación de la DERE, el Servicio Territorial de Turismo de la Provincia en la que se 
ubique el alojamiento (1) clasificará turísticamente el establecimiento y (2) lo inscribirá de oficio 
en el Registro de Turismo, en el grupo, modalidad, categoría y especialidad indicadas en la 
declaración responsable, salvo que se hubieren omitido datos o no se hubiesen aportado 
documentos de carácter esencial. Practicada la inscripción, se comunicará al titular el número 
de inscripción asignado. 

Por otro lado, una vez presentada la DERE, la actividad puede comenzar de forma efectiva en 
el plazo máximo de dos meses. En caso contrario, aquélla quedará sin efecto y se procederá, 
previa instrucción del oportuno expediente en el que se dará audiencia a la persona interesada, 
a la baja y cancelación de la inscripción en el Registro. 

La tramitación expuesta de la DERE es común a todos los alojamientos turísticos, no obstante, 
como se ha mencionado, la puesta en marcha de la actividad de cada establecimiento turístico 
presenta una serie de particularidades propias.  

Así, por ejemplo, la GVA diferencia entre los distintos grupos de procedimientos:  

(a) Para el inicio la actividad de “establecimientos hoteleros, albergues turísticos y 
bloques y conjuntos de viviendas de uso turístico”, además de las manifestaciones que 
deben realizarse con carácter general, deberán también efectuarse las siguientes: 

5) Que se dispone de certificado de técnico competente que acredita que 
el establecimiento cumple las exigencias básicas de seguridad, en 
caso de incendio, determinadas por el Código Técnico de edificación, 
o norma que lo sustituya. 

6) Que se ha elaborado e implantado en el establecimiento un plan de 
autoprotección, ajustado a las características del inmueble, o plan de 
emergencia en su caso, de acuerdo con la normativa vigente. 

(b) Para el inicio la actividad de “viviendas de uso turístico”, además de las 
manifestaciones que deben realizarse con carácter general, deberán también efectuarse las 
siguientes: 

5) Que la/s vivienda/s dispone/n del informe favorable municipal de 
compatibilidad urbanística que permite el uso turístico. 

6) Que la/s vivienda/s dispone/n de licencia de ocupación. 

En caso de que el titular de la actividad sea una “empresa gestora de viviendas de 
uso turístico”, también deberá manifestar: 

7) Que dispone de un local u oficina de atención al público o que se 
realiza la actividad únicamente por vía electrónica sin atención 
directa al público. 
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(c) Para el inicio la actividad de “alojamiento en campings, área de pernocta en tránsito 
para autocaravanas y alojamiento turístico rural y alojamiento en acampada en finca 
particular con vivienda habitada, de la Comunitat Valenciana”, además de las 
manifestaciones que deben realizarse con carácter general, deberán también efectuarse las 
siguientes: 

5) Que cuenta con planos de situación, zonificación, servicios, 
instalaciones y edificaciones, firmados por facultativo, con 
indicación expresa de la superficie total, de la dedicada a zona para 
estancia y alojamiento y de la dedicada, en su caso, a lo establecido 
en el artículo 57.2 y 3 del Decreto 10/2021.  

6) Que dispone del certificado de un técnico competente que acredita 
el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 56 del Decreto 10/2021 
de alojamiento turístico. 

Además, para el caso de los “campings y área de pernocta en tránsito para 
autocaravanas” deberá manifestarse que: 

7) Que se ha elaborado e implantado un plan de autoprotección 
ajustado a sus características, de conformidad con la normativa 
vigente. 

Y, solo para el supuesto de los campings, deberá declararse que:  

8) Que está en disposición de acreditar, en su caso, la prestación de 
los servicios específicos, el cumplimiento de los requisitos o la 
existencia de instalaciones necesarias para ostentar alguna de las 
especialidades previstas en el artículo 51.2 del Decreto 10/2021 de 
alojamiento turístico. 

Por último, únicamente para el supuesto de “alojamiento turístico rural y alojamiento 
en acampada en finca particular con vivienda habitada, de la Comunitat Valenciana” 
deberá aportarse también la siguiente declaración: 

9) Que tanto el recinto como las instalaciones cumplen con las medidas 
de prevención, protección y extinción de incendios previstas en la 
normativa municipal y en la dictada por la Conselleria competente 
en materia de medioambiente y prevención de incendios forestales 
que, en su caso, les sean de aplicación. 

Es decir, como se aprecia en función del tipo de establecimiento que se pretende poner en 
marcha la normativa, basándose en el esquema general del DERE contempla unas 
manifestaciones y documentos generales aplicables a todos los casos y unas manifestaciones 
y documentos específicos que varían en función del tipo de establecimiento. 

En todos los casos, como se observa en realidad el DERE no marca el inicio del tiempo 
estimado por el emprendedor o empresario para poner en marcha la actividad, sino que es el 
inicio de la parte final de un proceso, que tiene todo un plazo de tiempo anterior al propio DERE, 
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que la normativa ignora o desconoce, en la medida que corresponde a la exclusiva 
responsabilidad del empresario o emprendedor. Digamos que, desde el punto de vista 
normativo, hasta el momento en que el DERE no se presenta la Administración no conoce la 
iniciativa que se quiere llevar a cabo, aunque desde un punto de vista real ello no sea cierto 
porque ese empresario o emprendedor que desea iniciar una actividad turística está 
relacionándose desde mucho tiempo antes con la Administración, recabando información 
sobre órganos competentes, procedimiento previos para la obtención de autorizaciones o 
informes preceptivos que tiene que acompañar a su solicitud. 

 

B. ACTIVIDAD DE TURISMO ACTIVO y ECOTURISMO  

El pasado 18 de julio de 2022 se cerró el plazo de consulta pública previa al Proyecto de 
Decreto, del Consell, regulador del turismo activo y el ecoturismo en la Comunitat Valenciana 
estando, en el momento de la elaboración de este estudio,  en fase de redacción del proyecto 
y consultas previas con el grupo de trabajo constituido al efecto. Por este motivo, recurrimos al 
estudio de la normativa en vigor.  

 

6 A estos efectos, son actividades turísticas propias del turismo activo las relacionadas con actividades deportivas y de 
ocio que son susceptibles de ser desarrolladas por la generalidad de las personas y que, sirviéndose, sin 
degradarlos, de los recursos naturales en el medio aéreo, terrestre, tanto de superficie como subterráneo, 

El Decreto 22/2012 regula actualmente la actividad de turismo activo. En este sentido, tienen 
la consideración de empresas de turismo activo y ecoturismo aquellas personas jurídicas que 
se dediquen de forma profesional, habitual y mediando precio a la organización, prestación o 
realización de las actividades turísticas6, siempre que se dirijan al público en general. 

De la definición anterior se excluyen: 

• Los clubes, asociaciones y sociedades deportivas, cuando organicen la 
realización de actividades de turismo activo, competiciones y formación en la 
naturaleza dirigidas exclusivamente a sus afiliados, asociados o federados y 
no al público en general. 

• Los centros docentes de titularidad público o privada, cuando organicen 
actividades complementarias o extraescolares dirigidas exclusivamente a su 
alumnado o los miembros de la comunidad educativa. 

• Las empresas cuyas actividades vinculadas al turismo activo y/o ecoturismo 
se limiten a la venta, arrendamiento o préstamo de uso del material necesario 
para su práctica. 

acuático o subacuático, presentan un nivel de riesgo que exige cierto grado de destreza, habilidad o 
conocimientos técnicos. Estas actividades pueden desarrollarse tanto en el medio natural como en otros 
espacios adecuados para llevarlas a cabo. 
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Están sujetas al Decreto 22/2012 las empresas dedicadas al turismo activo que tengan su sede 
o domicilio social, o quieran establecerse o prestar sus servicios con carácter reiterado 
(durante 30 días naturales -continuados o no- dentro de cada año natural), dentro del ámbito 
territorial de la Comunidad Valenciana.  

La inscripción en el Registro de Turismo se tramita a través del procedimiento “Declaración 
responsable referente a la actividad de las empresas de turismo activo.” 

Sin embargo, no existe coordinación entre esa inscripción en el Registro de Turismo y el 
procedimiento de autorización de la actividad que se tramita a nivel municipal. Para la 
inscripción en el Registro de Turismo se solicita una declaración responsable en la que se 
manifieste que dispone de las licencias o autorizaciones municipales, sectoriales o de otra 
índole exigidas por la normativa vigente o, en su caso, se han formulado las comunicaciones 
previas o declaraciones responsables que resulten preceptivas para el ejercicio de las 
actividades que se pretenden desarrollar. Es decir, la normativa sectorial de Turismo no 
clarifica cual de estos títulos habilitantes es requerido para el inicio de la actividad de Turismo 
Activo y Ecoturismo. 

Tras la presentación de esa declaración responsable, el Servicio Territorial de Turismo de la 
provincia correspondiente inscribirá de oficio a la empresa en el Registro de Turismo de la 
Comunitat Valenciana, y a tal efecto le entregará un documento que acredite la inscripción 
donde conste el número asignado, salvo que se hubieren omitido datos o no se hubiese 
aportado la documentación preceptiva en caso de ser requerida. 

Actualmente se está tramitando el “Decreto regulador del turismo activo, el ecoturismo y los 
servicios complementarios en la Comunitat Valenciana” que tiene por objeto actualizar el 
referido Decreto 22/2012 incorporando los mandatos contenidos en la LTOH.  

En concreto, los objetivos del Decreto son los siguientes: 

o Desarrollar la normativa por la que se regula el Ecoturismo. 

o Concretar y actualizar cuestiones como los seguros, las medidas de 
seguridad, los locales o la información contractual. 

o Establecer los requisitos necesarios para los responsables y monitores de las 
distintas actividades. 

o Establecer medidas de minoración de riesgos de los usuarios y trabajadores. 

A nivel de procedimiento y por lo que hace referencia al objetivo de este Estudio los dos 
Decretos en tramitación mantienen el sistema de DERE como esqueleto básico para acceder 
al ejercicio de esas actividades para cuya presentación el emprendedor o empresario debe 
previamente haber obtenido determinadas autorizaciones, permisos y/o informes en algunos 
casos preceptivos.  
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No obstante, a petición de los sectores implicados, seguramente se incluyan más requisitos 
según las nuevas clasificaciones de actividades de turismo activo que se establezcan en la 
normativa en tramitación7. 

Como aportación en este Estudio, en la línea que estamos desarrollando de que la normativa 
sectorial turística deje de ser ajena por completo a los títulos habilitantes requeridos para el 
desarrollo de las actividades turísticas regladas, en el apartado 5. Propuestas, sugerimos la 
incorporación de una previsión expresa en orden a cuál ha de ser el título habilitante para el 
ejercicio de estas actividades de Turismo Activo y Ecoturismo  

C. ACTIVIDAD DE GUÍA DE TURISMO 

La actividad profesional de guía de turismo consiste en la prestación a los turistas, de manera 
habitual y retribuida, de servicios de información en materia cultural, artística, histórica y 
geográfica, en sus visitas a los museos, monumentos, conjuntos histórico-artísticos y demás 
lugares que, por su relevancia histórica, cultural, geográfica o ecológica, figuren en el Catálogo 
aprobado al efecto por la Agencia Valenciana del Turismo o en el Registro de Bienes de Interés 
Cultural existente en la Generalitat Valenciana en materia de patrimonio histórico.  

I. Régimen general 

 

7Nueva clasificación que respaldamos en este Informe a fin de aclarar al emprendedor turístico los requisitos técnico-
jurídicos que debe justificar para el inicio de la concreta actividad de turismo activo a desarrollar.  

El inicio de la actividad profesional de guía de Turismo requiere de la obtención de una 
habilitación específica, que se obtiene mediante la superación de las pruebas que a tal fin 
convoque la Conselleria que ostente las competencias en materia de turismo. Esta habilitación 
no tiene la consideración legal de título (en el sentido académico de la expresión) sino de 
cualificación profesional para el ejercicio de dicha actividad. 

La habilitación obtenida tendrá carácter indefinido, salvo renuncia de su titular, revocación de 
esta o suspensión del ejercicio de la actividad acordados por el órgano competente de 
conformidad con el procedimiento establecido. 

El procedimiento que a tal efecto establece la normativa que resulta de aplicación (Decreto 
90/2010, de 21 de mayo, del Consell, por el que se modifica el reglamento regulador de la 
profesión de guía de turismo en el ámbito territorial de la Comunitat Valenciana, aprobado por 
el Decreto 62/1996, de 25 de  marzo, del Consell; y Decreto 10/2013, de 11 de enero, del 
Consell, por el que modifica el Reglamento regulador de la profesión de Guía de Turismo de la 
Comunitat Valenciana, aprobado por el Decreto 62/1996, de 25 de marzo, del Consell) se 
denomina, “Pruebas de habilitación de guía de turismo de la Comunitat Valenciana y de 
ampliación de idiomas para los guías ya habilitados por la Comunitat Valenciana.” 
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Los interesados pueden presentar su solicitud para postularse, o bien a las pruebas de 
habilitación de guía de Turismo, o bien a las pruebas de ampliación de idiomas para guías ya 
habilitados. 

El interesado deberá cumplimentar el formulario disponible tanto anejo en la convocatoria como 
en la referida pág. Web de la GVA. Al formulario debe adjuntarse, además, la documentación 
que establezca la Resolución de la convocatoria. 

Ambas pruebas se convocan por la Dirección General de Turismo, y en cada convocatoria se 
especifican las unidades temáticas que se abordarán en las pruebas de habilitación. 

Tras la obtención de la habilitación, la Dirección General de Turismo inscribirá de oficio a los 
guías de turismo en el Registro General de Empresas, Establecimientos y Profesiones Turísticas 
de la Comunitat Valenciana. El órgano competente de la Conselleria que ostente las 
competencias en materia de turismo, como muestra de la habilitación y a efectos identificativos, 
dotará a los guías de turismo de la acreditación pertinente, que contendrá, como mínimo, sus 
datos personales, una fotografía y la expresión de los idiomas en que puede desarrollarse la 
actividad. Dicha acreditación deberá exhibirse de forma visible durante el ejercicio profesional. 
La acreditación deberá renovarse, en todo caso, cada cinco años contados desde su 
obtención y, también, siempre que varíe cualquier dato de los que contenga. 

 

 

 

II. Régimen especial para el guía de Turismo ya habilitado fuera de la 
Comunidad Valenciana 

Cabe diferenciar tres supuestos: 

1) Guía de Turismo con habilitación de otra comunidad autónoma, que podrán ejercer 
libremente la actividad en la Comunitat Valenciana sin necesidad de presentación de la 
DERE (art.12 Decreto 62/1996 en la redacción dada al mismo por el Decreto 10/2013, 
de 11 de enero, del Consell)  

A este respecto, la Conselleria con competencia en materia de Turismo podrá 
comprobar mediante mecanismos de cooperación administrativa que los guías de 
turismo de otras comunidades autónomas cumplen los requisitos exigidos en la 
comunidad autónoma de origen. Los guías de turismo a que se refiere este artículo 
estarán sujetos en la Comunitat Valenciana, durante el ejercicio de la actividad que les 
es propia, al cumplimiento de las disposiciones del presente decreto y normativa 
complementaria, así como al régimen sobre profesiones turísticas previsto en la Ley 
3/1998, de 21 de mayo, de la Generalitat, de Turismo de la Comunitat Valenciana, y en 
particular a su régimen disciplinario. 

2) Guía de Turismo con habilitación de un Estado Miembro de la UE o del EEE, que 
podrán prestar servicios y establecerse en la Comunitat Valenciana, libremente, si bien 
(art. 12.bis Decreto 62/1996)  con carácter previo al primer desplazamiento, deberán 
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informar por escrito a la conselleria que ostente las competencias en materia de turismo 
de la actividad que se pretende realizar, acompañando los documentos que resulten 
preceptivos, siempre que tal comunicación no se hubiera realizado previamente en otra 
comunidad autónoma.  En estos casos, los guías de Turismo. durante el ejercicio de su 
actividad, estarán sujetos a lo dispuesto en el presente decreto. La Conselleria con 
competencia en materia de turismo podrá comprobar mediante mecanismos de 
cooperación administrativa que los guías turísticos de otros Estados miembros en 
régimen de libre prestación han presentado la correspondiente comunicación. 

En el supuesto de pretender establecerse definitivamente en la Comunitat Valenciana, 
los guías deberán solicitarán el reconocimiento de sus cualificaciones profesionales a 
la Conselleria que ostente las competencias en materia de turismo (idem. Art. 12 bis 
Decreto 62/1996). 

3) Guía de Turismo con habilitación de un Estado no miembro de la UE o del EEE que 
podrán ejercer en la Comunitat Valenciana previa obtención de la preceptiva 
habilitación a través del procedimiento de “Pruebas de habilitación de guía de turismo 
de la Comunitat Valenciana y de ampliación de idiomas para los guías ya habilitados 
por la Comunitat Valenciana.” 

La problemática en este caso es diferente a los Alojamientos Turísticos o Empresas de 
Turismo Activo ya que en este caso el título habilitante que permite el ejercicio de la 
actividad es una habilitación concedida exclusivamente por la Administración turística 
que depende de la superación de unas pruebas específicas. 

En este sentido la actividad de Guía de Turismo, al ser una actividad que se reconoce 
a una persona física y que más que el ejercicio de una actividad económica se trata del 
desarrollo de una profesión que requiere de una habilitación profesional específica, 
consideramos que los procedimientos que hacen referencia a la misma deberían ser 
considerados al margen del conjunto de actividades turísticas. 

 

D. ACTIVIDAD DE AGENCIA DE VIAJE 

Tienen la consideración de agencia de viajes todas las personas físicas o jurídicas que 
se dedican a la organización o venta de los denominados viajes combinados, tal y como 
se definen en el artículo 151 del texto refundido de la Ley general para la defensa de los 
consumidores y usuarios y otras leyes complementarias, aprobada por el Real decreto 
legislativo 1/2007, de 16 de noviembre. 

I. Régimen general 

El inicio de la actividad profesional de guía de Turismo se tramita a través del 
procedimiento “Declaración responsable de inicio de actividad y comunicación referente 
a la actividad de agencia de viajes” 

Tal y como se prevé expresamente en el Decreto 101/2018, las agencias de viajes que 
pretendan ejercer su actividad con carácter permanente en la Comunitat Valenciana, 
tanto presencialmente como por vía electrónica, deberán presentar una DERE 
comunicando su puesta en funcionamiento, que se dirigirá al servicio territorial 
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competente en materia de turismo de la provincia donde se establezca su oficina 
principal. Dicho órgano será competente para la ordenación e instrucción del 
procedimiento. 

En la DERE se pondrán de manifiesto los aspectos siguientes: 

1) Los datos identificativos de la garantía para responder con carácter general del 
cumplimiento de las obligaciones derivadas de la prestación de sus servicios 
frente a los contratantes de un viaje combinado y, especialmente, en caso de 
insolvencia, del reembolso efectivo de todos los pagos realizados por las personas 
viajeras o por un tercero en su nombre. 
 

2)  Si se realiza la actividad presencialmente, únicamente por vía electrónica, o por 
ambas. 

El compromiso de dar publicidad al número de inscripción con el que consta inscrita la 
agencia de viajes en el Registro de Turismo. En todo caso junto a la DERE se aportará 
documento acreditativo de la constitución de garantía y de la persona física o jurídica 
interesada.  

Tras la presentación de la DERE, el órgano instructor, procederá a la inscripción de oficio 
del establecimiento en el Registro de Turismo. 

II. Régimen especial para las agencias de viaje establecidas fuera de la 
Comunidad Valenciana 

Cabe diferenciar tres supuestos: 

1) Agencias de viajes establecidas legalmente de otra comunidad autónoma: podrán 
prestar sus servicios y abrir establecimientos libremente en la Comunitat Valenciana 
para el ejercicio de su actividad sin necesidad de presentar la DERE. 

2) Agencias de viajes establecidas legalmente en otros Estados miembros de la Unión 
Europea que cuenten con un establecimiento en territorio español: podrán prestar 
servicios en la Comunitat Valenciana en régimen de libre prestación sin necesidad 
de presentar la DERE. 

3) Agencias de viajes establecidas legalmente en otros Estados miembros de la 
Unión Europea que no cuente con un establecimiento en territorio español: podrán 
prestar sus servicios y abrir establecimientos libremente en la Comunitat 
Valenciana para el ejercicio de su actividad previa presentación de una DERE de 
tener constituida una garantía financiera conforme a lo previsto en el artículo 10 
del Decreto 101/2018.  

A estos efectos, la garantía financiera suscrita en el estado miembro de origen se 
considerará equivalente en cuanto a su finalidad, si bien podrá requerirse a la 
agencia interesada para que amplíe la garantía por el importe de la diferencia entre 
las cuantías exigidas en su estado miembro de origen y las fijadas en dicho artículo.  

En todos los supuestos, el departamento con competencia en materia de turismo 
podrá comprobar, a través de mecanismos de cooperación administrativa, que las 
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agencias de viajes se encuentran cubiertas por las garantías exigidas en la 
comunidad autónoma de origen, o en la que hubiera abierto su primer 
establecimiento, o por el estado miembro de origen. 

E. ESTABLECIMIENTOS DE RESTAURACIÓN EN LA COMUNITAT 
VALENCIANA. 

En el momento de la redacción de este estudio está en proceso de revisión el 
Decreto 9/2009, de 9 de enero, del Consell,  regulador de los establecimientos de 
restauración en la Comunitat Valenciana,  para su actualización por lo que no se ha 
contemplado, en este estudio,  el análisis de trámites y protocolo respecto a los 
citados establecimientos. 

 

2.1.2 OTRA NORMATIVA QUE INCIDE EN EL 
INICIO DE ACTIVIDAD DE LOS DISTINTOS 
TIPOS DE ESTABLECIMIENTOS Y 
ACTIVIDADES TURÍSTICAS. 

La DERE que hemos mencionado en el apartado anterior y que se tiene que presentar 
ante los órganos competentes en materia de Turismo, tiene que venir precedida de otras 
licencias que ya no son competencia de Turismo sino de otras Administraciones públicas 
(Entidades locales) o de otros departamentos de la Administración autonómica. 

Justamente en este punto es donde se aprecia el problema más significativo en orden al 
inicio de actividades turísticas regladas, siendo el aspecto en el que más han coincidido 
las personas representantes de las distintas asociaciones que han intervenido en la fase 
de participación pública de este trabajo, tal y como se ha reflejado con anterioridad. En 
general se cuestiona la necesidad de algunas de estas autorizaciones por su 
innecesaridad, por suponer duplicidades o por implicar obstáculos que desde una 
perspectiva turística carecen de toda lógica. 

Para analizar esta cuestión hemos de partir de determinar cuáles son esas 
autorizaciones, permisos etc… que se exigen con carácter previo al inicio de las 
actividades turísticas. 

Una enumeración no exhaustiva de los mismos (puesto que por ejemplo por exceder del 
objeto de este trabajo no vamos a desarrollar los títulos habilitantes que tienen que ver, 
por ejemplo, con la regulación sanitaria y de seguridad alimentaria respeto a los 
establecimientos turísticos que elaboran, sirven y/o comercializan alimentos) podría ser 
la siguiente, 

 

A. TITULOS HABILITANTES DE CARÁCTER URBANÍSTICO 

1) Licencia de obra. 
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Se regulan en el art. 232 del TRLOUP para determinado tipo de obras que se tengan 
que realizar. En particular están sujeta a licencia, por ejemplo, (i) las obras de 
edificación, construcción implantación de instalaciones de nueva planta; ó (ii) la 
ubicación de casas prefabricadas e instalaciones similares, ya sean provisionales 
o permanentes. 

En cambio, si la obra a ejecutar tiene la consideración de “obra menor” (art. 233 del 
TRLOTUP), estará sujeta a DERE (en este caso urbanística, que no hay que 
confundir con la Turística o con otros tipos de DERE) que tratamos a continuación. 

El ayuntamiento deberá resolver la licencia en el plazo de dos meses. En caso de 
vencimiento de dicho plazo sin que se haya notificado resolución expresa se 
entenderá desestimada por silencio administrativo negativo. 

2) Declaración responsable de obra menor. 

Este título habilitante se aplica respecto de las actuaciones que se mencionan en el 
art. 233 TRLOTUP. En algunos supuestos concretos (art. 233.2 TRLOTUP) la 
legislación urbanística impone una especial obligación al interesado y exige que su 
DERE venga acompañada con un certificado de una entidad de certificación 
administrativa o un Colegio Profesional que acredite el cumplimiento de la normativa 
que resulta de aplicación. 

Debe tenerse en cuenta que conforme a la legislación urbanística (art. 233.3 
TRLOTUP) los Ayuntamientos tienen la facultad de, mediante sus propias 
Ordenanzas, exigir licencia para supuestos que el TRLOTUP considera que basta 
con que se autoricen mediante DERE + Certificado de entidad de certificación o 
colegio profesional, con lo que la casuística en orden, por ejemplo a la 
determinación del título habilitante para la realización de obras de reforma  de 
edificios existentes (uno de los supuestos concretos en los que se aplica esta 
habilitación a favor de los Ayuntamientos) es una característica a considerar pues 
dependerá de cada Ayuntamiento en concreto donde se pretenda realizar la 
actividad exigir un título habilitante u otro. 

3) Declaración de Interés Comunitario (DIC).  

Cuando la actividad turística pretende implantarse en suelo no urbanizable la 
legislación urbanística exige, además de la Licencia o DERE (ya analizadas) otro 
título habilitante. Se trata de una declaración formal de la Conselleria competente 
en materia de urbanismo que atribuye un uso “urbanístico” a un suelo que 
inicialmente está excluido del mismo. 

Por definición el suelo no urbanizable es aquel que conforme al planeamiento 
urbanístico queda excluido del proceso de urbanización por razones diversas 
(especial aptitud agrícola, forestal, etc…) pudiendo además estar especialmente 
protegido por la concurrencia de unos valores superiores dignos de protección que 
determinan que se prohíba toda actividad que resulte incompatible con ellos.  
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No obstante, el TRLOTUP establece algunas excepciones que permiten la 
utilización del suelo no urbanizable para actividades terciarias (turísticas, por 
ejemplo) siempre que la Conselleria competente en materia de Turismo informe 
favorablemente, una vez se verifique el cumplimiento de unos requisitos que la Ley 
establece de antemano. Es importante entender que esa decisión de la Conselleria 
es necesaria porque se entiende que el uso terciario-turístico es un uso “impropio” 
para este tipo de suelo no urbanizable. De hecho el TRLOTUP (art. 215.1 TRLOTUP) 
establece un listado de “usos propios” del suelo no urbanizable que no requieren 
de esa Declaración de Interés Comunitario como paso previo a su implantación 
(v.gr. Edificaciones, construcciones e instalaciones necesarias para la actividad 
agropecuaria y forestal y sus correspondientes actividades complementarias; 
Vivienda aislada y familiar, cumpliendo una serie de requisitos específicos; y 
explotación de canteras, extracción de áridos y de tierras o de recursos geológicos, 
mineros o hidrológicos). Así mismo la legislación urbanística  (art. 217 TRLOTUP) 
contempla otra serie de excepciones para la implantación de usos terciarios en 
suelo no urbanizable, como por ejemplo que los usos vengan atribuidos por un plan 
especial o un plan de acción territorial o en los instrumentos de ordenación 
ambiental; y en el art. 218 TRLOTUP se contempla que no será exigible la 
Declaración de interés Comunitario en los municipios que la Estrategia Territorial de 
la Comunitat Valenciana considera “sistema rural “y en los que la Estrategia 
Territorial de la Comunitat Valenciana considera “franja intermedia” se puede eximir 
del cumplimiento de este requisito si se cumplen determinadas condiciones. 

El procedimiento de solicitud y obtención de la Declaración de Interés Comunitario 
se puede consultar en 

https://www.GVA.es/es/inicio/procedimientos?id_proc=18322&version=amp  

El procedimiento está previsto que se resuelva en el plazo de 6 meses si bien la 
experiencia práctica nos dice que el plazo de tramitación y aprobación es mucho 
mayor. 

4) Procedimiento: declaración responsable de primera ocupación. 

Obtenidas todas las licencias urbanísticas y ambientales preceptivas, el interesado 
deberá presentar declaración responsable de primera ocupación ante el 
ayuntamiento competente. 

La declaración responsable de primera ocupación de las edificaciones y las 
instalaciones se deberá presentar una vez concluida su construcción, de acuerdo 
con lo previsto en la LOFCE. 

Así pues, se deberá aportar, necesariamente, el acta de recepción de la obra junto 
con el certificado final de obra. 

B. TITULOS HABILITANTES DE CARÁCTER AMBIENTAL 

1) Procedimiento: solicitud de informe municipal de compatibilidad urbanística. 
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La obtención de todos los títulos habilitantes de carácter ambiental tiene un paso 
previo, preceptivo, que es la acreditación de la compatibilidad urbanística de la 
actividad que se pretende llevar a cabo con el planeamiento urbanístico (usos del 
suelo) y con las Ordenanzas Municipales. 

A tal efecto la normativa establece que será el Ayuntamiento respectivo el que 
tendrá que expedir un informe de compatibilidad urbanística que certifique dicha 
adecuación del proyecto que se pretende llevar a cabo con los usos urbanísticos 
admitidos en su emplazamiento, como paso previo a la tramitación de las licencias 
de actividad. 

El sentido que tiene este requisito previo es evitar tramitaciones de procedimientos 
de autorización de actividades cuando se puede saber que a priori esa actividad 
no se puede desarrollar en el lugar elegido. 

Dicho informe deberá emitirse en el plazo máximo de un mes desde su solicitud, 
pero si no se cumple este plazo no se puede acreditar la compatibilidad urbanística. 

2) Procedimiento: solicitud de licencia ambiental. 

Solo aplicará a las actividades que se someten a ella conforme a lo dispuesto en el 
Anexo II de la Ley 6/2014. 

Para el objeto de este Estudio, el apartado 13.2.7 del Anexo II de la Ley 6/2014 
recoge Hoteles, establecimientos de alojamiento turístico rural, bloques y conjuntos 

de apartamentos turísticos, campamentos de turismo, establecimientos de 
restauración y establecimientos de turismo, cuya altura de evacuación sea superior 
a 28 metros o la superficie total construida sea mayor de 1.500 m2, salvo que se 
incluyan en normativa específica.; y el Apartado 13.4.11. Campings y similares. 

3) Procedimiento: comunicación de puesta en funcionamiento de la actividad. 

Con carácter previo al inicio de la actividad sujeta a licencia ambiental, el interesado 
deberá presentar comunicación de puesta en funcionamiento.  

La comunicación de puesta en funcionamiento de la actividad se presentará ante el 
ayuntamiento que hubiera otorgado la licencia ambiental y se formalizará de 
acuerdo con el modelo que a tal efecto establezca el ayuntamiento y en defecto de 
éste, con el que con carácter general se ponga a disposición en la página web de 
la Conselleria de Agricultura, Desarrollo Rural, Emergencia Climática y Transición 
Ecológica.  

El ayuntamiento dispondrá del plazo de un mes desde la presentación de la 
comunicación para verificar la documentación presentada y girar visita de 
comprobación de la adecuación de la instalación a las condiciones fijadas en la 
licencia ambiental. 
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Del resultado de la comprobación se emitirá informe de falta de conformidad – en 
cuyo caso se concederá un plazo de subsanación- o de conformidad –en cuyo caso 

el interesado podrá iniciar el ejercicio de la actividad-. 

4) Procedimiento: presentación de declaración responsable ambiental.  

La declaración responsable ambiental es el título habilitante ambiental para 
aquellas actividades no sujetas a Licencia Ambiental8.  

La presentación de la declaración responsable ambiental con la documentación 
permitirá al interesado la apertura e inicio de la actividad transcurrido el plazo de un 
mes desde dicha presentación. No obstante, si durante dicho plazo el ayuntamiento 
detectara deficiencias sustanciales que no se subsanaran el ayuntamiento dictará 
resolución motivada de cese de la actividad, previa audiencia del interesado. En 
caso de que no se detectaren deficiencias o no se hubiera efectuado visita de 
comprobación el interesado podrá proceder a la apertura e inicio de la actividad. 

 

8 Las no mencionadas en el apartado anterior como incluidas dentro del Anexo II de la Ley 6/2014. 

 

Esquema general del procedimiento. Fuente: Elaboración propia 
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2.2 VALORACIÓN GENERAL DEL GRADO DE 

ADECUACIÓN DE LA NORMATIVA TURÍSTICA A 

LOS OBJETIVOS GENERALES DEL TRABAJO. 

Como se puede apreciar la descripción de la normativa que resulta de aplicación para la 
puesta en marcha de un establecimiento o actividad turística en general es una normativa 
adecuada a los objetivos y fines del trabajo que nos ha sido encomendado. 

Está basada en la figura de las DERE que dentro de los títulos habilitantes que recogen las 
distintas normas de procedimiento administrativo común son títulos que habilitan al 
interesado para el inicio de la actividad que se pretende llevar a cabo inmediatamente o 
como sucede en el caso de las actividades y establecimientos turísticos en un breve 
espacio de tiempo entre que se presenta y transcurre ese plazo para que la Administración 
si lo desea compruebe el contenido de esta. En nuestro caso y conforme a lo dispuesto en 
el art. 53 LTOH ese plazo es de dos meses. 

El art. 63 de la Ley 39/2015 de Procedimiento Administrativo Común define las DERE como 
“… el documento suscrito por un interesado en el que éste manifiesta, bajo su 
responsabilidad, que cumple con los requisitos establecidos en la normativa vigente para 
obtener el reconocimiento de un derecho o facultad o para su ejercicio, que dispone de 
la documentación que así lo acredita, que la pondrá a disposición de la Administración 
cuando le sea requerida, y que se compromete a mantener el cumplimiento de las 
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anteriores obligaciones durante el período de tiempo inherente a dicho reconocimiento o 
ejercicio”· 

La LTOH establece que la DERE es el procedimiento general para ejercer las actividades 
o prestar los servicios de naturaleza turística y además cumple con la función de ser 
equivalente a la solicitud de la actividad o servicio en el Registro de Turismo que es un 
registro público en el que se inscribirán, de oficio, las empresas, establecimientos y 
prestadores de servicios turísticos de la Comunitat Valenciana. 

La regulación del contenido de las declaraciones responsables está contenida en el art. 53 
de la LTOH y en los Decreto de desarrollo de esta que han quedado indicados 
anteriormente. 

Una vez presentada los órganos competentes en materia de Turismo llevan a cabo, dos 
tipos de controles: 

i. Un control formal sobre los datos y de los documentos aportados, así como 
el cumplimiento de los requisitos formales exigidos. De apreciarse 
deficiencias, se procederá a requerir su subsanación durante un plazo de 
diez días, con indicación expresa de que, si no lo hiciera, la declaración 
responsable devendrá ineficaz y se prohibirá el ejercicio de las actuaciones 
objeto de esta. La no subsanación de deficiencias determinará la 
imposibilidad de llevar a cabo las actuaciones declaradas, sin perjuicio de 

las responsabilidades penales, civiles o administrativas a que hubiere lugar; 
y 

ii. Un control material sobre el contenido de los documentos presentados. En 
el caso de apreciarse incumplimientos o deficiencias esenciales, que no 
sean susceptibles de subsanación, se ordenará, previa audiencia al 
interesado, la paralización de la actividad. 

Como decimos, el sistema por lo general se admite como correcto en tanto que favorece 
la libertad de establecimiento y la simplificación del funcionamiento de la Administración. 

La DERE no necesita ningún tipo de acto de aprobación por parte de la Administración 
competente puesto que presupone la existencia de un derecho previo en el patrimonio 
jurídico del ciudadano al ejercicio de la actividad que no precisa de comprobación previa.  

El rasgo característico de toda DERE es la innecesaridad o reducción de la exigencia de 
aportación documental ante la Administración competente, lo que significa que el 
interesado no tiene que presentar la documentación legalmente requerida si declara 
cumplir con los requisitos que la norma establece.  

Desde esta perspectiva, la declaración responsable se ha considerado como una técnica 
de simplificación procedimental, en concreto, documental, si bien, su regulación en la 
LTOH no acaba de ajustarse a ese modelo teórico en tanto en cuanto las regulaciones 
específicas de carácter reglamentario siguen optando por un modelo de relación 
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exhaustiva de documentos que el interesado debe declarar que tiene a su disposición con 
la presentación de la DERE.  

Ahora bien, sin perjuicio de estos aspectos positivos, las DERE también tienen aspectos 
que es necesario comentar. 

En primer lugar que las mismas suponen trasladar al ciudadano la obligación de conocer 
e interpretar la normativa para decidir cuándo puede o no actuar dentro de la legalidad, es 
por ello que de forma paralela al proceso de simplificación procedimental, se hace 
necesaria una labor de simplificación del ordenamiento jurídico, que debe ser lo más claro 
y preciso posible para que estas nuevas técnicas funcionen adecuadamente, o bien 
articular mecanismos de información, formación, seguimiento y en su caso asesoramiento 
al ciudadano por parte de los órganos especializados de la Administración pública. 

Además, y como segundo aspecto a destacar, la DERE no prejuzga la legalidad de la 
actividad, ni excluye el ejercicio de las potestades administrativas de comprobación, 
inspección o sanción, lo que introduce un factor de inseguridad jurídica en el caso si se 
conjuga con el aspecto señalado en primer lugar. 

Conjugando estos aspectos podemos señalar que, ciertamente el esquema de la normativa 
específica en materia de Turismo es adecuado en líneas generales, aunque susceptible 
de pequeños matices que mejorarían su eficiencia de cara al ciudadano, pero que el 
sistema de DERE generalizado para el inicio de actividades Turísticas choca con dos 
problemas claros: 

a) Trasladando al ciudadano la responsabilidad para decidir cuándo está en 
disposición de iniciar una actividad, se hace preciso simplificar la normativa, no 
ya turística sino del resto de sectores del ordenamiento jurídico con incidencia 
sobre esa actividad, o complementar el papel de la Administración para facilitar 
al ciudadano el complejo proceso de verificación del cumplimiento de todas 
aquellas normas que le puedan afectar a la actividad que pretende llevar a 
cabo. Tengamos en cuenta que la realidad es compleja y que no es posible 
encasillarla ni hacerla coincidir con las competencias de un único órgano de la 
Administración. 
 

b) La Administración debe contar con mecanismos que le permitan controlar que 
lo manifestado por el ciudadano al formular la DERE es correcto y conforme a 
la normativa que resulta de aplicación. 

 
Ahora bien el análisis de todas las autorizaciones, permisos y licencias requeridos a nivel 
urbanístico y ambiental (teniendo en cuenta que puede que no sean las únicas que inciden 
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en la puesta en marcha de una actividad turística)9, lo que pone en evidencia es, en primer 
lugar, la multiplicidad de títulos habilitantes, pero sobre todo la complejidad del 
conocimiento de las que resultan exigibles a un proyecto dado, en ocasiones porque su 
exigencia o no depende del Ayuntamiento en el que se pretenda implantar esa actividad, 
y en otras ocasiones porque su exigencia o no depende de factores puramente aleatorios 
como una determinada altura de evacuación, un determinado número de metros 
cuadrados construidos, etc… 

De cara a determinar un mínimo común denominador aplicable a todas las actividades 
turísticas vamos a situar el escenario de este Estudio en el análisis de la normativa más 
directamente relacionada con las actividades turísticas, en concreto analizaremos 
críticamente la normativa Urbanística, la normativa Ambiental y la normativa de 
Espectáculos y Establecimientos Públicos. 

 

9 Puesto que la normativa técnica y de seguridad que afecta a las actividades turísticas (Código Técnico de la 
Edificación, Normas Sectoriales en materia de industria, etc…) pueden exigir otras. 

 

2.3 INCIDENCIA DE LA NORMATIVA 

URBANÍSTICA Y AMBIENTAL EN LA 

AUTORIZACIÓN Y PUESTA EN SERVICIO DE 

LAS ACTIVIDADES TURÍSTICAS. 

2.3.1 CONSIDERACIONES GENERALES. 

Puede resultar una obviedad, pero hay que significar que la incidencia de la normativa 
urbanística – a todos los niveles, legal y a nivel de planeamiento urbanístico- sobre el 
ejercicio de las actividades turísticas es fundamental. 

El Decreto Legislativo 1/2021, de 18 de junio, del Consell de aprobación del texto refundido 
de la Ley de ordenación del territorio, urbanismo y paisaje (en, adelante “TRLOTUP”) es 
hoy día la norma urbanística principal en la Comunitat Valenciana, si bien la mayor 
incidencia práctica de la normativa urbanística se producirá mediante los instrumentos de 
planeamiento urbanístico a nivel municipal. 
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Obviamente no podemos hacer un análisis de la regulación urbanística de los 542 
municipios de la Comunitat Valenciana. Por esa razón realizaremos algunas 
consideraciones generales referidas al TRLOTUP. 

Lo primero que cabe señalar es que a nuestro juicio no es posible realizar hoy una 
interpretación de la normativa urbanística sin tener en consideración principios esenciales 
establecidos con carácter general en la LTOH. Las leyes no son compartimentos estancos 
por mucho que su aplicabilidad, en primera instancia, le corresponda a uno u otro 
departamento de la Administración. Las leyes tienen alcance general y efectos “erga 
omnes” (es decir, generales, frente a todos) entre los que se incluye también el resto de 
los departamentos de la misma Administración y por supuesto el resto de las 
administraciones públicas. 

Y no es tanto que una ley sea prevalente respecto de otra, teniendo ambas el mismo rango, 
sino que la existencia de dos leyes, como ocurre en este caso, de distinta orientación o 
enfoque sobre la misma realidad, lo que obliga a cualquier interprete de las mismas (sea 
funcionario u operador turístico) es a intentar alcanzar una interpretación integradora de 
las mismas, antes de acudir a los principios que rigen la aplicación de las normas en 
nuestro ordenamiento jurídico. 

Buscando esa interpretación integradora, en el análisis que proponemos en este Estudio 
resulta importante comenzar destacando que según la LOTH: 

1. Todo el territorio de la Comunitat Valenciana tiene la consideración de activo 
turístico en cuanto que es el elemento esencial que sostiene sus componentes 
de excelencia, claves de la competitividad turística a través de su puesta en 
valor (art. 21.1 LTOH). 

2. Las administraciones públicas competentes facilitarán la implantación y 
desarrollo racional de actividades turísticas en el territorio, de manera que sean 
plenamente compatibles con la conservación y mejora de sus valores 
ambientales, culturales y paisajísticos, siempre respetando la legislación 
vigente. (art. 21.2 LTOH). 

3. La sostenibilidad turística deberá orientar las acciones hacia el desarrollo de 
una oferta turística basada en el territorio, con productos o segmentos turísticos 
específicos y con la participación de la población local. Ello facilitará: a) Crear 
nuevos productos turísticos y mejorar los existentes; b) Incrementar la 
competitividad del sector turístico; c) Valorizar los espacios y los paisajes que 
expresan la diversidad del territorio en el que se produce la actividad turística; 
d) Mejorar la accesibilidad y fomentar los modos de transporte no 
contaminante; e) Desarrollar modelos de calidad para la excelencia turística; 
f) Evitar la saturación en espacios determinados. (art. 22.2 LTOH) 

4. Constituye un recurso turístico cualquier bien, valor, elemento o manifestación, 
tanto material como inmaterial, expresivo de la realidad geográfica, natural, 
cultural, deportiva, histórica, social o económica de la Comunitat Valenciana que 
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pueda generar o incrementar de manera directa o indirecta flujos turísticos, 
proporcionando repercusiones económicas favorables. (art. 24.1 LTOH). 

5. Los paisajes valencianos tendrán la consideración de recurso turístico, siendo 
un elemento diferenciador que define el carácter e identidad propia de la 
Comunitat Valenciana (art. 25.1 LTHO). 

6. El Consell y el resto de administraciones públicas valencianas procurarán en el 
ámbito de sus respectivas competencias la promoción y la protección de los 
recursos turísticos, garantizando su utilización racional, cuidado y desarrollo 
sostenible, así como la inclusión en los instrumentos de planeamiento territorial 
y urbanístico de medidas específicas para su protección y promoción (art. 
26.1 LTOH).  

Sirvan estos seis principios básicos de la LTOH para demostrar que la LTOH ha tenido muy 
presente el factor territorio como soporte el ejercicio de las actividades turísticas en 
general, garantizando el respeto y la protección de la sostenibilidad de este y que no existe 
una relación igual en la normativa territorial respecto de las actividades turísticas. Y en ese 
desequilibrio encontramos en estos momentos una parte importante de la razón que 
sustentan algunas críticas que se han expresado anteriormente sobre la agilidad de los 

 

10 GONZÁLEZ FUSTEGUERAS, M., El uso turístico en el planeamiento general, en ob. col. IV, V y VI Jornadas de 
Derecho Turístico en Andalucía, edit. por la Consejería de Turismo, Comercio y Deporte de la Junta de Andalucía (coord. 
A. AURIOLES MARTÍN), Sevilla, 2005, pg. 412. 

procedimientos para la implantación de empresas turísticas por emprendedores o 
empresarios del sector. 

Asimismo, se ha de señalar que con normalidad se viene considerando que la ordenación 
del uso turístico en la legislación urbanística tiene que realizarse utilizando para ello 
parámetros urbanísticos más propios del uso residencial estable. En este sentido algunos 
autores como GONZÁLEZ FUSTEGUERAS10 hace ya mucho tiempo denunciaron “la 
inadecuada asimilación y equiparación del alojamiento turístico a la residencia 
permanente”, que ha llevado a ordenar las áreas donde se concentra aquel uso 
miméticamente de acuerdo con las pautas y parámetros utilizados para la edificación de 
viviendas. 

Así, por ejemplo, se ha venido aplicando el parámetro tradicional de densidad establecido 
en función del número de viviendas por hectárea o los parámetros relativos a las reservas 
dotacionales en todas sus tipologías que, tanto por su funcionalidad como en lo relativo a 
la determinación de su superficie, aparecen ligadas al suelo residencial. 

Parece, pues, necesaria una delimitación y definición jurídica del uso característico 
turístico desde el punto de vista urbanístico que atienda y dé respuesta a sus específicos 
requerimientos. Se trata de una cuestión técnica que corresponde realizar al planeamiento 
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municipal, a través de previsiones específicas dispuestas en la normativa de aplicación, 
coadyuvando así a satisfacer los objetivos de calidad formulados en la legislación sectorial 
turística.  

El establecimiento de unos parámetros urbanísticos singularmente concebidos para la 
zonificación turística debería producir un resultado de mayor calidad de estos espacios en 
razón de su funcionalidad, que no es otra que la de atender cumplidamente las 
necesidades derivadas del principio de hospitalidad definido en el art. 5 de la LTOH en 
toda su amplitud.  

A ello podría contribuir, a modo de ejemplo, la instauración de una mayor proporción de 
espacios públicos o de zonas ajardinadas en el sector objeto de ordenación, por ejemplo. 
una mayor previsión de terrenos para zonas verdes, zonas deportivas y equipamientos 
complementarios, etc… 

Aunque dicho objetivo se nos escapa del ámbito de este trabajo intentaremos aportar 
algunas ideas en este sentido y proponer en el apartado 5. Propuestas algunos cambios 
normativos que inicien esa transición hacia una configuración autónoma del uso turístico 
dentro de la legislación urbanística. 

 

11Jordano Fraga, Jesús. La reclasificación del Suelo No Urbanizable. Aranzadi-Thomson-Reuters, Cizur Menor (Navarra). 
2009. Página 372. 

Y para ello lo primero que tenemos que señalar es que compartimos la tesis que han 
defendido algunos autores11 de que es necesario superar muchos dogmas respecto al 
suelo no urbanizable, sobre todo, porque los mismos responden a realidades que hoy día 
no existen. La Comunitat Valenciana no es un territorio predominantemente agrícola sino 
terciario y posindustrial. No tiene mucho sentido preservar suelos para usos 
predominantemente agrarios allí donde el mercado no los requiere o en espacios donde 
se han abandonado hace décadas. La prohibición de edificar en suelo no urbanizable 
genera muchos de los problemas que existen en estos momentos en esta clase de suelo, 
porque socialmente es difícilmente cuando se refiere, por ejemplo, a iniciativas de 
actividades turísticas que puede inyectar recursos económicos en el mundo rural, fijar 
población y actividad económica en los municipios rurales. 

La preservación de esos espacios como ajenos a cualquier tipo de actividad económica 
debe tener una justificación. Es lógico que se proteja el territorio de la generación 
incontrolada de núcleos de población que generen infraviviendas no dotadas de los 
servicios necesarios para una vida digna (luz, agua) o que perjudiquen el medio ambiente 
(evacuación de aguas residuales, residuos urbanos, etc..), pero esa lógica empieza a 
desvanecerse cuando se trata de una actividad turística, sostenible ambientalmente, para 
alojamientos temporales, no definitivos. 
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2.3.2 TRATAMIENTO DE LAS ACTIVIDADES 
TURÍSTICAS EN LA LEGISLACIÓN 
URBANÍSTICA VALENCIANA EN VIGOR. 

En efecto, con carácter general las actividades mencionadas en el apartado f) del art. 211.1 
TRLOTUP (entre las que están los alojamientos turísticos y de restauración, las empresas 
de turismo activo y ecoturismo, y los campamentos de turismo y asimilados regulados en 
la legislación turística) requieren de Declaración de Interés Comunitario para su 
implantación en suelo no urbanizable (vide art. 216.1 TRLOTUP) salvo que se encuentren 
en alguna de las excepciones a la misma que se contienen en el art. 217, 218 y 219 
TRLOTUP, que ya han sido comentadas. 

En todo caso nos interesa profundizar en las excepciones que se establecen en el 
TRLOTUP a la implantación de actividades turísticas en suelo no urbanizable, porque de 
su análisis se pueden extraer consecuencias relevantes para este trabajo.  

En primer lugar, la primera excepción que nos parece interesante analizar es aquella que 
permite la implantación de determinados usos en suelo no urbanizable de municipios que 
la Estrategia Territorial de la Comunitat Valenciana considera “sistema rural” o “franja 
intermedia”. 

En el primer caso (“sistema rural”) con carácter general se exime del requisito de la DIC, 
mientras que en el segundo caso (“franja intermedia”) ello tiene lugar cuando se cumpla 

uno de los siguientes requisitos (i) que el municipio cuente con un planeamiento adaptado 
al TRLOTUP y en el mismo de forma expresa, se declare la exoneración de la declaración 
de interés comunitario en parte del término municipal, por presentar características rurales, 
atendiendo a criterios demográficos, de accesibilidad, económicos y sociales; o  (ii) que 
sin necesidad de una previa adaptación del planeamiento al TRLOTUP si lo que se 
pretende implantar son actividades de transformación y comercialización de productos del 
sector primario agrícola o forestal. 

Si se tienen en consideración los principios rectores de la LOTH y en particular que 
conforme a lo dispuesto en el art. 21.1 LOTH de la misma todo el territorio de la Comunitat 
Valenciana tiene la consideración de activo turístico en cuanto que es el elemento esencial 
que sostiene sus componentes de excelencia, claves de la competitividad turística a través 
de su puesta en valor”, podríamos llegar a la conclusión de que dentro de las excepciones 
que se contemplan en el art. 218.1.b).2º podrían incluirse las actividades turísticas 
regladas que cumplieran una serie de requisitos propios de estas actividades, en otros 
municipios no necesariamente incluidos en “el sistema rural” o en “la franja intermedia” de 
la Estrategia Territorial de la Comunitat Valenciana. 

De esta forma se liberaría para un relevante número de municipios de la Comunitat 
Valenciana la exigencia de Declaración de Interés Comunitario, utilizando las actividades 
turísticas como elemento dinamizador de la economía de estos municipios. 

En el mismo sentido, podemos señalar que el art. 219.2.b) TRLOTUP, apartado 1º permite 
desarrollar “Alojamiento de turismo rural, establecimiento de restauración o asimilados, 
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siempre que la actuación suponga la recuperación de patrimonio arquitectónico 
tradicional o el plan urbanístico esté adaptado a este texto refundido y la superficie 
construida de la actuación no supere los 500m2” 

Desde una perspectiva sectorial turística la excepción prevista en la normativa urbanística 
carece del más mínimo sentido: 

a) Si se trata de recuperar el patrimonio arquitectónico tradicional, ¿qué sentido 
tiene la limitación de los 500 m2 de superficie construida? Lo lógico sería que 
la superficie construida fuera la que en su día tenía la edificación cuya 
recuperación se pretende con la implantación en ella de una actividad 
empresarial dedicada al alojamiento o la restauración. 

b) Y si se trata de recuperar el patrimonio arquitectónico tradicional ¿Qué sentido 
tiene que la actividad tenga que ser de “turismo rural” cuando conforme la 
legislación sectorial ello excluye los establecimientos hoteleros, los albergues 
turísticos o las viviendas de uso turístico? 

Por esa razón como se señalará en el apartado 5. Propuestas, propondremos la 
reformulación de estas excepciones a la necesidad de DIC para ciertas actividades 
turísticas y la incorporación de algunos matices a este procedimiento que permitan 
liberalizar ciertas actividades turísticas cuando se desarrollen en suelo no urbanizable no 
protegido sin que para ello requieran de DIC.  

Al margen de lo anterior, también hemos de analizar los límites que establece la normativa 
urbanística en orden a la implantación de actividades turísticas en suelo no urbanizable. 

Los alojamientos turísticos y de restauración se mencionan en el TRLOTUP en el art. 211 
que regula la ordenación de usos y aprovechamientos en suelo no urbanizable. En concreto 
en su apartado 1.f). 1º del art. 211 se establece que:  

“Solo puede autorizarse la implantación de las siguientes actividades: 1.º 
Establecimientos de alojamiento turístico y restauración, cuando se acredite 
que su emplazamiento diste más de cinco kilómetros de suelo vacante con 
calificación apta para albergar estos usos y, además, concurra alguna de 
estas circunstancias: la conveniencia de la situación aislada del 
establecimiento para el disfrute del medio natural y del paisaje o la 
oportunidad de su situación a partir de la línea de edificación de las 
carreteras, para la prestación de servicio a los usuarios de las mismas, con 
justificación de las instalaciones y los servicios previstos en las necesidades 
objetivas del tráfico rodado y de su compatibilidad con la ordenación 
sectorial de la carretera de que se trate. Los establecimientos de 
alojamientos turísticos no tendrán características urbanas ni propiciarán la 
formación de núcleos de población. Cuando la implantación de los 
mencionados usos sea de interés para el desarrollo turístico rural o pueda 
acometerse mediante la recuperación del patrimonio arquitectónico 
radicado en el medio rural, podrá exceptuarse el requisito de distancia 
mínima antes mencionado, así como el de parcela mínima a que se refiere 
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este artículo, previo informe favorable del órgano competente en materia de 
turismo” 

Como puede apreciarse la regulación es marcadamente restrictiva, como es lógico 
tratándose de un uso inicialmente incompatible con la naturaleza no urbanizable del 
terreno, lo que conlleva a que la Ley establezca una excepción al régimen general de 
imposibilidad de utilizar este suelo para el desarrollo de estas actividades.  

Ahora bien, quizás resulta excesivamente restrictiva en la medida en que al exigir la 
concurrencia de varios requisitos (véase el adverbio “…además…” y su influencia en la 
interpretación del precepto que nos ocupa) el artículo está imponiendo unas condiciones 
que son difíciles de cumplir, pero sobre todo que restringen la libertad empresarial al 
establecer como preferente el suelo calificado anticipadamente por el municipio que puede 
que no responda a criterios empresariales o de otro tipo. 

Por esa razón consideramos que, como se señalará en el apartado 5. Propuestas este 
podría ser uno de los preceptos de la legislación urbanística en los que Turismo podría 
proponer una modificación que liberalizara el criterio del emplazamiento de los 
establecimientos turísticos de todo tipo, sin que ello supusiera una merma de las 
potestades y prerrogativas municipales en la planificación urbanística de su término 
municipal. 

En el mismo apartado 1.f). 2º del art. 2117 del TRLOTUP se mencionan las empresas de 
turismo activo, para posibilitar su implantación en suelo no urbanizable:  

“… cuando se acredite suficientemente la procedencia de su implantación 
en el medio rural, por estar relacionados con las características del entorno 
natural o requerir grandes superficies de suelo no edificado para su 
desarrollo, y siempre que colaboren a la sostenibilidad y al mantenimiento 
del medio rural no afectado directamente por la actuación”. 

Nuevamente se aprecia una serie de previsiones restrictivas que condicionan la 
implantación de turismo activo, alguna de las cuales resulta redundante con la propia 
clasificación de la actividad como de esta naturaleza, a las que se les impone una serie de 
condiciones (“siempre que colaboren a la sostenibilidad y al mantenimiento del medio 
rural no afectado directamente por la actuación”) que van más allá de la propia actividad 
turística (“mantenimiento del suelo rural no afectado por la actuación”) que directamente 
impactan en cualquier plan de negocios que se pretenda llevar a cabo, al tiempo que 
otorgan al Ayuntamiento respectivo una discrecionalidad que no siempre puede estar 
justificada. 

Por esta razón también consideramos que como se señalará en el apartado 5. Propuestas, 
también existe la posibilidad de proponer una modificación de este precepto desde la 
perspectiva del favorecimiento de la implantación de este tipo de actividades turísticas que 
incrementan la oferta de servicios en el sector. 

Los campamentos de turismo e instalaciones similares o equivalentes de carácter. Por el 
contrario, en el apartado 1.f). 3º del art. 197 TRLOTUP encontramos una previsión respecto 
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de los campamentos de turismo (campings), no restrictiva en cuanto a su implantación en 
suelo no urbanizable. 

Es cierto que se contempla la prohibición de que estos establecimientos “…no propicien, 
por sus características y emplazamiento, la formación de núcleos de población o de 
características urbanas” lo cual es una previsión lógica a todas luces y por lo tanto que 
debe conservarse por ser este el límite infranqueable, a nuestro modo de ver de cualquier 
actividad que se pretenda instalar en suelo no urbanizable. 

Ahora bien, este precepto, quizás también tendría un margen de modificación como se 
señalará en el apartado 5. Propuestas al objeto de integrar en el mismo las nuevas 
modalidades de campings que se están desarrollando en los últimos tiempos y, sobre todo, 
para establecer criterios comunes para los municipios en orden al cómputo de la 
edificabilidad de determinadas modalidades de alojamientos en campings como los 
mobile-homes, etc… 

 

2.3.3 TRATAMIENTO DE LA ACTIVIDAD 
TURÍSTICA EN LA NORMATIVA 
AMBIENTAL. 

Ni que decir tiene que la sostenibilidad ambiental es un principio esencial que comparten 
tanto la legislación turística como la legislación ambiental.  

La sostenibilidad ambiental como principio rector de la política turística aparece 
mencionada en el art. 4 de la LTOH y se recoge, entendemos que no por casualidad, como 
primer compromiso de actuación de la política turística del Consell, entendido como “la 
alineación de las estrategias con los objetivos de desarrollo sostenible y promoción del 
comportamiento socialmente responsable de los agentes turísticos, de los turistas y de la 
población, para que contribuyan al desarrollo sostenible, orientando la actividad turística 
hacia actuaciones capaces de conciliar el crecimiento económico, la mejora de la calidad 
de vida, la competitividad y la eficiencia con la protección del medio ambiente, el uso 
racional de los recursos naturales y culturales y la recualificación paisajística de los 
espacios turísticos”. 

Para hacer efectivo ese desarrollo sostenible es precisamente para lo que se establece en 
la Ley 6/2014, de 25 de julio, de Prevención, Calidad y Control ambiental de Actividades 
en la Comunitat Valenciana (en adelante, “Ley 6/2014”) un conjunto de procedimientos y 
técnicas de intervención administrativa ambiental que tienden precisamente a conseguir 
armonizar el desarrollo económico y social con la protección del medio ambiente. 

Podríamos decir por lo tanto que, a nivel legislativo, en materia ambiental no existe la 
descoordinación que hemos detectado entre la legislación urbanística y la sectorial 
turística, sino que el nivel de sintonía entre ambas es claro. Ahora bien, ello no significa 
que no exista también la necesidad de incorporar algunos matices y cambios en el 
tratamiento que la legislación ambiental otorga a las actividades turísticas como pasamos 
seguidamente a analizar. 
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Como ya hemos señalado (apartado 13.2.7 del Anexo II de la Ley 6/2014) los “Hoteles, 
establecimientos de alojamiento turístico rural, bloques y conjuntos de apartamentos 
turísticos, campamentos de turismo, establecimientos de restauración y establecimientos 
de turismo, cuya altura de evacuación sea superior a 28 metros o la superficie total 
construida sea mayor de 1.500 m2, salvo que se incluyan en normativa específica” están 
sujetos a licencia ambiental. 

En el mismo sentido en el apartado 13.4.11 del Anexo II de la Ley 6/2014 se incluyen a los 
campings y similares (sin establecer ningún criterio de superficie o dimensión). 

Es decir, la Ley 6/2014 establece el criterio de la envergadura del edificio para los 
Alojamientos turísticos, (lo cual es lógico porque de estos parámetros depende la mayor o 
menor complejidad en orden a la adopción de las medidas de seguridad para las personas 
usuarias de los mismos) y de la propia actividad para los campings y similares, que todos 
ellos vienen sometidos a licencia ambiental.  

Llama la atención de que en los alojamientos turísticos por debajo de los parámetros 
establecidos en el apartado 13.2.7 del Anexo II de la Ley 6/2014 el título habilitante para el 
ejercicio de la actividad sea una DERE AMBIENTAL, pues hemos de entender que ese 
título habilitante no implica una menor exigibilidad de requisitos de seguridad para las 
personas, las cosas o el medio ambiente. 

A priori nos parece que el criterio que aplica el Anexo II de la Ley 6/2014 es razonable, 
aunque es cierto que, realizando un estudio de derecho autonómico comparado se 

observa que en otras Comunidades Autónomas el criterio seguido para someter el 
establecimiento turístico a licencia ambiental ha sido otro. 

Y, sobre todo, lo que más llama la atención en ese estudio de Derecho Autonómico 
Comparado es que en buena parte de las Comunidades Autónomas los establecimientos 
y actividades turísticas no están sujetos a un título habilitante otorgado por la 
Administración (como sería la Licencia Ambiental en el caso de la Comunitat Valenciana), 
siendo esta la regla general para todo tipo de actividades turísticas regladas, es decir, sin 
distinguir entre campings y resto de alojamientos turísticos. 

Por ejemplo, en Cataluña en estos momentos sólo están sujetos al régimen de licencia 
ambiental los Campings con más de 1500 unidades de acampada (apartado 12.37 del 
Anexo II de la Ley 20/2009 de 4 de diciembre, de prevención y control ambiental de las 
actividades). 
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En Asturias, Madrid, Galicia o en Castilla-León ya no existe la figura de la Licencia 
ambiental12 pasando a requerir ahora simplemente presentación de declaración 
responsable. 

Y en Aragón, a través de su Ley 11/2014 solo se somete a Declaración Ambiental 
simplificada – equivalente a la licencia ambiental de la Comunitat Valenciana- a las nuevas 
edificaciones aisladas o rehabilitación de edificios para nuevos usos residenciales o de 
alojamientos turísticos, en zonas no urbanas ni periurbanas ubicadas en zonas 
ambientalmente sensibles. 

En el País Vasco se somete a las actividades turísticas únicamente a la DERE y 
comunicación previa al inicio de la actividad. 

Es decir, en estos momentos, la influencia de la Directiva 2006/123/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado 
interior, y de su trasposición al Derecho Español a través de la Ley 17/2009, de 23 de 
noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, que imponen 

 

12A modo de ejemplo se puede citar el Decreto-ley 2/2020, de 18 de junio, de impulso y simplificación de la actividad 
administrativa para el fomento de la reactivación productiva en Castilla y León. En Asturias la norma establece tres tipos de 
intervención administrativa, que será más exhaustiva en el caso de las actividades e instalaciones de mayor incidencia 
ambiental, a las que se les aplicará la ley estatal de prevención y control integrados de la contaminación. En este caso, las 
actividades seguirán sometidas al régimen de la autorización ambiental integrada ordinaria, por motivos de protección y, 
por tanto, de interés público. Para las actividades con moderada incidencia sobre el medio ambiente y que requieren de 

el criterio de proporcionalidad a la hora de establecer cualquier restricción o limitación al 
libre ejercicio de cualquier actividad económica, de tal forma que “en ningún caso el 
acceso a una actividad de servicios o su ejercicio se sujetarán a un régimen de 
autorización cuando sea suficiente una comunicación o una declaración responsable del 
prestador mediante la que se manifieste, en su caso, el cumplimiento de los requisitos 
exigidos y se facilite la información necesaria a la autoridad competente para el control 
de la actividad”, está influyendo en la legislación sectorial de carácter ambiental en el 
sentido de no exigir esas licencias ambientales a aquellas actividades como las turísticas, 
en las que podríamos decir existe el consenso en considerar que no existe “una imperiosa 
razón de interés general” que justifique esta medida desde la perspectiva de la protección 
del medio ambiente, entre otras razones porque no aparece mención alguna a estas 
actividades en la legislación ambiental básica estatal (Real Decreto Legislativo 1/2016, de 
16 de diciembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de prevención y control 
integrados de la contaminación). 

uno o varios permisos ambientales sectoriales, ya sea porque producen emisiones, generan vertidos o tratan residuos, se 
establece el régimen de la autorización ambiental integrada simplificada que reúne en una única autorización autonómica 
las diferentes autorizaciones sectoriales, y en el caso de proyectos con incidencia ambiental mínima, se opta por la fórmula 
de la declaración responsable. 
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Desde luego que lo anterior no puede significar que las actividades y establecimientos 
turísticos queden exonerados de cumplir la normativa ambiental en aquellos aspectos que 
resulten preceptivos por normativa técnica u ordenanzas municipales. 

Lo único es que la reflexión anterior nos llevará a proponer en este Estudio como se 
señalará en el apartado 5. Propuestas, la eliminación del requisito del título habilitante de 
Licencia Ambiental y su concesión con carácter previo al ejercicio de la actividad, tanto 
para los alojamientos turísticos en general como para los campings y su sustitución por el 
régimen general de Declaración Responsable. 

Al margen de esa reflexión sobre el procedimiento autorizatorio y el título habilitante, 
necesariamente hemos de dedicarle un apartado singular al requisito establecido en la 
legislación ambiental, referido a la necesidad de acreditar la compatibilidad urbanística del 
proyecto y actividad que se pretenden llevar a cabo. 

Este requisito previo acreditativo de la compatibilidad del proyecto de actividad turística 

con el planeamiento urbanístico y, en su caso, con las ordenanzas municipales relativas al 
mismo, se sitúa en el centro de toda la cuestión relativa al tiempo de tramitación de estos 
procedimientos. 

Sobre este requisito cabe señalar que si bien la legislación ambiental básica estatal lo exige 
como requisito en el procedimiento de Autorización Ambiental Integrada (procedimiento 
que, en principio y salvo singularidades específicas del proyecto, no aplica a las 
actividades y establecimientos turísticos), respecto de la licencia ambiental es un requisito 

de propia creación normativa en la legislación valenciana y del que se podría prescindir 
sin problema alguno, dado que no viene exigido por la legislación básica ambiental. 

Hemos de señalar que sobre este requisito se está produciendo una singular pugna en la 
legislación valenciana porque, en plena armonía con la finalidad de simplificación y 
agilización administrativa, el artículo 163 de la Ley 7/2021, de 29 de diciembre, de la 
Generalitat, de medidas fiscales de gestión administrativa y financiera y de organización 
de la Generalitat 2022 dio una nueva redacción al art. 22.1 de la Ley 6/2014 señalando, en 
su párrafo segundo, que, reza del siguiente tenor:  

“Esta obligación no será de aplicación  (se refiere a la necesidad de solicitar informe 
urbanístico al Ayuntamiento respectivo) a los expedientes de comunicación de actividades 
inocuas, declaración responsable o licencia ambiental en los que el ciudadano opte 
porque la verificación del cumplimiento de los requisitos normativos la realice un organismo 
de certificación administrativa (OCA) o entidad colaboradora de la administración inscritas 
en el registro de entidades colaboradoras de verificación y control de actuaciones 
urbanísticas de la Generalitat. El ayuntamiento podrá verificar la compatibilidad antes de 
otorgar la licencia”. 

Pero esta iniciativa a todas luces coherente con el régimen de liberalización de actividades 
que venimos señalando derivado de la legislación comunitaria europea, sorpresivamente 
tuvo una “cláusula de excepción” en la Disposición Transitoria Quinta que en esa misma 
Ley 7/2021, de 29 de diciembre, de la Generalitat, de medidas fiscales, de gestión 
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administrativa y financiera y de organización de la Generalitat 2022, se incorpora a la Ley 
6/2014, según la cual: 

“Quinta El ayuntamiento, si procede, puede acordar la exclusión de la aplicación 
de estas disposiciones, y revisar su decisión en un periodo de 5 años. Como 
también regular reglamentariamente la aplicación de los artículos 11, 22.1, 23.1 y 
23.4, 54.3, 57 bis y 58. 

Con este panorama de “pasos adelante y atrás” el efecto producido ha sido el de parálisis 
total. Son escasos los ejemplos conocidos de Ayuntamientos que se hayan pronunciado 
en un sentido u otro, y a nivel de aplicación de la legislación todo ha seguido igual, sin 
cambio de ningún tipo. 

Precisamente por ello, y con carácter subsidiario a la propuesta inicial de someter todas 
las actividades y establecimientos turísticos al régimen de DERE, propondremos, como se 
señalará en el apartado 5. Propuestas la eliminación de la Disposición Transitoria Quinta 
de la Ley 6/2014. 

 

13Si bien, de conformidad con su artículo 4, dicho Decreto no es de aplicación a los establecimientos de restauración en 
alojamientos turísticos, cuando se presten en las instalaciones del establecimiento y el acceso no sea libre. 

 

2.4 INCIDENCIA DE LA NORMATIVA EN 
MATERIA DE ESPECTÁCULOS PÚBLICOS, 
ACTIVIDADES RECREATIVAS Y 
ESTABLECIMIENTOS PÚBLICOS EN LAS 
ACTIVIDADES TURÍSTICAS REGLADAS. 

La apertura de espectáculos públicos, actividades recreativas y establecimientos públicos 
en establecimientos de alojamiento turístico y empresas de turismo activo y ecoturismo 
viene regulada tanto en la Ley 14/2010, de 3 de diciembre, de espectáculos públicos, 
actividades recreativas y establecimientos públicos (en adelante, “Ley 14/2010”) como en 
el Decreto 143/2015, de 11 de septiembre, del Consell, por el que aprueba el Reglamento 
de desarrollo de la Ley 14/2010, de 3 de diciembre, de la Generalitat, de Espectáculos 
Públicos, Actividades Recreativas y Establecimientos Públicos (en adelante, “Reglamento 

de desarrollo de la Ley 14/2010”) y en el Decreto 7/2009, de 9 de enero, del Consell, 
regulador de los establecimientos de restauración de la Comunitat Valenciana (en adelante, 
“Decreto 7/2009")13.  
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Entre dichas actividades y establecimientos cabe destacar por su incidencia en la 
actividad turística las actividades de hostelería y restauración –entre las que se encuentran 
la de restaurantes, cafeterías, bares–, así como las actividades de ocio y entretenimiento –
tales como discotecas, salas de baile, pubs–. 

De conformidad con la Ley 14/2010, para la puesta en funcionamiento de dichas 
actividades, o de cualquier otra, atendiendo al aforo con el que cuenten, el interesado 
deberá tramitar uno de los procedimientos siguientes: 

A. Presentación de declaración responsable.  

B. Solicitud de autorización. 

La declaración responsable se debe presentar ante el ayuntamiento del municipio en el que 
se vaya a desarrollar la actividad.  

En concreto, las empresas de alojamiento turístico y de turismo activo tienen que indicar 
en la declaración responsable la identidad del titular o prestador, la ubicación física del 
establecimiento público, la actividad recreativa, la actividad sociocultural o el espectáculo 
público ofertado y manifestar, bajo su exclusiva responsabilidad, que cumplen con todos 

 

14 Condicionada a la previa presentación de la preceptiva declaración responsable ante el Servicio Territorial de Turismo 
de la provincia competente. 

los requisitos técnicos y administrativos previstos en la normativa vigente para proceder a 
la apertura del local. 

Respecto a la tramitación del procedimiento, al igual que en la normativa ambiental, la Ley 
14/2010 posibilita que un OCA pueda acreditar el cumplimiento de los requisitos 
necesarios para la apertura del establecimiento o actividad. De esta manera, las empresas 
que obtengan el certificado del OCA pueden proceder a la apertura del establecimiento de 
manera inmediata14. 

En el caso de que no se presente un certificado emitido por un organismo de certificación 
administrativa (OCA), el ayuntamiento inspeccionará el establecimiento para acreditar la 
adecuación de este y de la actividad al proyecto presentado por el titular o prestador, en 
el término máximo de un (1) mes desde la fecha de registro de entrada de la declaración 
responsable. En este sentido, una vez realizada la visita de comprobación y verificado el 
cumplimiento de los extremos anteriores, el ayuntamiento expedirá el acta de 
comprobación favorable, validando la declaración responsable presentada, que permitirá 
la apertura del establecimiento de manera inmediata. Si la visita de comprobación no 
tuviera lugar en el plazo citado, el titular o prestador podrá, así mismo, bajo su 
responsabilidad, abrir el establecimiento, previa comunicación al órgano correspondiente. 
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Será necesario solicitar autorización en caso de que los espectáculos públicos, actividades 
recreativas o actividades socioculturales cuenten con un aforo superior a 500 personas o 
en caso de que exista una especial situación de riesgo. 

En dichos supuestos, el interesado debe presentar ante el ayuntamiento el proyecto 
elaborado por el técnico correspondiente y, si así procediere de acuerdo con la normativa 
en vigor, visado por un colegio profesional. Cuando sea necesaria la realización de obras, 
la tramitación de la licencia de apertura y la de obras se efectuará conjuntamente. 

El ayuntamiento o, a elección del interesado, un OCA, de acuerdo con el proyecto 
presentado, emitirá los informes oportunos donde se haga constar que el mismo se ajusta 
a la normativa sectorial. 

Emitidos los informes por parte del ayuntamiento o por un OCA, el ayuntamiento remitirá el 
proyecto de actividad, junto con la documentación anexa, a los órganos competentes de 
la Generalitat en materia de espectáculos y, cuando proceda, en materia de intervención 
ambiental. Una vez recibido el informe, el ayuntamiento comunicará al interesado, mediante 
resolución expresa, los requisitos o condicionamientos técnicos a cumplir para el posterior 
otorgamiento de la licencia de apertura. 

Cuando el interesado considere que ha cumplido con las obligaciones exigidas, lo 
comunicará formalmente al ayuntamiento, quien, previo registro de entrada de dicha 
comunicación girará visita de comprobación en el plazo de un mes; procediendo al 
otorgamiento de licencia de apertura en caso de ser favorable. No obstante, no será 

necesario girar visita de comprobación cuando el interesado aporte certificación de OCA 
pudiendo, en este caso, proceder a la apertura del establecimiento de forma inmediata. 

En cualquier caso, la resolución deberá emitirse en un plazo no superior a tres (3) meses a 
computar desde la presentación del proyecto. En caso de que transcurran los tres meses 
sin que se emita la referida resolución, el interesado podrá entender que el proyecto 
presentado es correcto y válido. 

Por último, la Ley 14/2010 se pronuncia sobre la posibilidad de desarrollar varias 
actividades en un mismo espacio. A este respecto, se consideran actividades compatibles, 
a los efectos de esta ley, aquellas que sean equivalentes en cuanto a horario, dotaciones 
o público que pueda acceder a las mismas. 

En el caso de que un establecimiento se dedicara a varias actividades compatibles 
definidas por separado en el Catálogo del anexo, se deberán hacer constar en la licencia 
de apertura cada una de ellas. De igual modo, si el local o recinto contara con varios 
espacios de uso diferenciados, deberá expresarse el aforo respectivo correspondiente a 
cada uno de los mismos. 

En cambio, el titular o prestador que desee efectuar dos o más actividades que difieran en 
cuanto a horario, dotaciones o público deberá solicitar oportuna autorización de 
compatibilidad de la Conselleria competente en materia de espectáculos. Dicha 
autorización establecerá las condiciones y requisitos necesarios para la posterior apertura 
del establecimiento. 
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En líneas generales consideramos que esta normativa no requiere de modificaciones 
significativas pues no apreciamos que existan obstáculos injustificados o no 
proporcionales en ella al ejercicio de actividades turísticas.  

No obstante, recogiendo las sugerencias recibidas en el proceso de participación para la 
elaboración de este Estudio, tal y como se señalará en el apartado 5. Propuestas, 
planteamos la posibilidad de incorporar una modificación en la Ley 14/2010, al objeto de 
contemplar la posibilidad de que a través de una única DERE se pueda tramitar el título 
habilitante de todas y cada una de las actividades que se pretendan llevar a cabo en un 
mismo emplazamiento o local. 

Finalmente, con anterioridad al inicio del ejercicio de la actividad de restauración, los 
titulares podrán comunicar al Servicio Territorial de Turismo de la provincia en la que se 
ubique el establecimiento su puesta en funcionamiento y, en el caso particular de los 
restaurantes, podrán comunicar igualmente su clasificación turística a efectos de su 
inscripción en el Registro de Turismo  

3. LA RECOMPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO 
PARA LA APERTURA DE ESTABLECIMIENTOS Y 
ACTIVIDADES TURÍSTICAS. 

3.1 CONSIDERACIONES GENERALES. 

El análisis de la normativa que resulta de aplicación a las actividades y establecimientos 
turísticos nos ha permitido detectar una serie de aspectos en la normativa que resulta de 
aplicación a los procedimientos administrativos referidos a las mismas que son claramente 
mejorables, de tal forma que en el apartado conclusiones de este Estudio se proponen 
modificaciones legislativas en orden a superar esas disfunciones. 

Partiendo de las mismas, el procedimiento de autorización administrativa para la 
construcción y apertura de establecimientos y actividades turísticas vendría basado en la 
Declaración Responsable como título habilitante para la construcción de los edificios y en 
la Comunicación Previa al inicio de actividades, salvo en los supuestos de nueva 
construcción de edificios que conforme al art. 232.1.b) TRLOTUP están sujetos a licencia 
municipal de obras, ya se realicen en suelo urbano o en suelo no urbanizable (estén o no 
sujetas a Declaración de Interés Comunitario). 

Como se ha señalado anteriormente, la DERE es en la actualidad el sistema general 
aplicable e impone al interesado que promueve la actividad un esfuerzo previo importante 
a la hora de recabar todos los informes y toda la documentación que le permita “declarar 
responsablemente” ante la Administración que cumple todos los requisitos para realizar la 
obra y/o iniciar la actividad turística que pretende llevar a cabo. 

En la declaración responsable el interesado manifestará, como mínimo, y bajo su 
responsabilidad que cumple con los requisitos establecidos en toda la normativa aplicable 
para el ejercicio de la actividad turística, que posee la documentación que así lo acredita 
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y que se compromete a mantener su cumplimento durante todo el periodo de tiempo que 
dure el ejercicio de la actividad.  

Y claro está afirmar que se cumplen “todos” los requisitos normativos aplicables, requiere 
de una labor en ocasiones compleja y difícil para poder conocer en primer lugar cuales 
son esos requisitos normativos.  

En esta tarea apreciamos que puede tener un papel relevante los órganos especializados 
en materia de Turismo, que pueden desarrollar una función de acompañamiento al 
emprendedor o empresario, a través de la creación de un Punto de Atención al 
Emprendedor (PAE)  en el que, tomar conocimiento de aquellos proyectos que 
voluntariamente los interesados sometan a la tutorización de los órganos de Turismo, para 
que estos les orienten en los pasos a realizar para la construcción y apertura de la actividad 
o establecimiento turístico teniendo acceso a preguntas frecuentes y contando con un 
canal que facilite las relaciones con las entidades públicas implicadas.  

En nuestra visión este Punto de Atención al Emprendedor (o como se la denomine) debe 
ser sencillo en cuanto al funcionamiento, accesible y tendría que brindar al emprendedor 
un ambiente web práctico, con información sobre la documentación y los trámites a realizar. 

Este tipo de puntos de atención tienen una regulación básica estatal en el Real Decreto 
127/2015, de 27 de febrero, por el que se integran los centros de ventanilla única 
empresarial y la ventanilla única de la Directiva de Servicios en los Puntos de Atención al 
Emprendedor, norma nacida al amparo de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo 

a los emprendedores y su internacionalización que viene a unificar en una sola red de 
apoyo a los emprendedores, la red de PAE, todas estas iniciativas.  

Los PAE se definen como oficinas pertenecientes a organismos públicos y privados que se 
encargarán de facilitar la creación de nuevas empresas, el inicio efectivo de su actividad y 
su desarrollo, a través de la prestación de servicios de información, tramitación de 
documentación, asesoramiento, formación y apoyo a la financiación empresarial. Todo ello, 
con el fin de dar un servicio unificado tanto a emprendedores como a empresas, 
estableciendo un catálogo amplio de servicios que abarquen el establecimiento, el 
ejercicio y el cese de actividad.  

De acuerdo con esta normativa básica estatal, propondremos la aprobación de una norma 
propia promovida por los órganos competentes en materia de Turismo, de creación de este 
Punto de Atención al Emprendedor en materia de Turismo, en la que se contemple: 

1. La utilización de un sistema de tramitación telemática. 

2. La titularidad y sede electrónica en la que residirá. 

3. Los servicios que va a prestar a los emprendedores y empresarios del sector: 

a. Información, asesoramiento y formación. 

b. Suministrar toda la información y formularios necesarios para el 
acceso a la actividad y su ejercicio.  



 

 

- 49 - 

c. Ofrecer la posibilidad de presentar toda la documentación y 
solicitudes necesarias.  

d. Ofrecer la posibilidad de conocer el estado de tramitación de los 
procedimientos en que tengan la condición de interesado y, en su 
caso, recibir la correspondiente notificación de los actos de trámite 
preceptivos y la resolución de los mismos por el órgano administrativo 
competente. 

e. Suministrar toda la información sobre las ayudas, subvenciones y 
otros tipos de apoyo financiero disponibles para la actividad 
económica de que se trate en la Administración General del Estado, 
Comunidades Autónomas y Entidades Locales.  

4. El listado de servicios gratuitos que se prestarán y el carácter retribuido de otros 
servicios que se pudieran prestar. 

5. Otros contenidos que se consideren relevantes. 

Sin perjuicio de lo anterior y en tanto se adopta la decisión sobre la realización de esta 
norma y se completa su redacción, proponemos la realización de una experiencia piloto, 
mediante la generación en la página web de Turismo https://www.Turismo.GVA.es, de una 
nueva carpeta con la denominación de “Servicios al Emprendedor” en la que posibilitar 
que cualquier persona que desee que Turismo le tutorice en el inicio de una actividad 

turística, pueda remitir una solicitud normalizada (en función del tipo de actividad de que 
se trate – en la página web se mencionan todas-) comunicando las características básicas 
de su proyecto y le pueda ser asignado un “gestor” que le pueda informar de los informes 
sectoriales específicos que requerirá la puesta en marcha del mismo. 

Planteamos que en esta primera experiencia Turismo no sea “tramitador” sino orientador e 
informador de los requisitos necesarios, lo cual en nuestra opinión sería un considerable 
avance en términos de tiempo y agilidad del procedimiento.  

Esta herramienta, además, permitirá realizar un seguimiento de los trámites en diferentes 
departamentos de la Generalitat para dar de alta un establecimiento o, también, poner en 
funcionamiento una actividad turística, incluso formalizando acuerdos internos con estos 
departamentos para que sean ellos los que informen directamente a los emprendedores, 
redireccionando las solicitudes de inicio de actividades o las preguntas o peticiones de 
información. 

Por supuesto el emprendedor tendría que tramitar las solicitudes de esos informes, para lo 
cual podrá realizar personalmente el trabajo o apoyarse en empresas consultoras 
especializadas, respecto de las que Turismo podría tener algún tipo de acreditación, 
listado de las mismas, etc.. para facilitarlas a los emprendedores. 

E indudablemente ese gestor tendría, en ocasiones que asumir el papel de intermediador 
entre el emprendedor y la Administración u organismo que se esté encargando de emitir el 
informe, indagando los motivos justificativos de los retrasos que se produzcan, propiciando 

https://www.turisme.gva.es/
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un diálogo en términos de igualdad con los funcionarios encargados de estos informes, 
etc… 

Una vez obtenido estos informes el procedimiento ya se podría tramitar conforme a las 
reglas generales establecidas en las distintas normas comentadas más arriba. Es decir, el 
emprendedor o empresario debería presentar su DERE acompañada por los siguientes 
documentos: 

- Memoria técnica descriptiva de la actividad. 

- Acreditación de la compatibilidad urbanística (licencia municipal de 
obras o DERE urbanística). 

- Certificación suscrita por técnico competente, debidamente identificado 
acreditativa de que las instalaciones cumplen con todas las condiciones 
técnicas y ambientales exigibles para poder iniciar el ejercicio de la 
actividad. 

Esa DERE ya seguiría el régimen general, hasta la finalización de las obras, momento en el 
cual, se presentaría la Comunicación del inicio de actividad, que, si va acompañada de un 
certificado de verificación emitido por un OCA, podrá ser inmediata. 

El último paso previo al inicio de la actividad será la solicitud de inscripción en Registro de 
Turismo del Servicio Territorial de Turismo correspondiente, en el que constará las fechas 
de presentación de la DERE urbanística y de la comunicación del inicio de actividad. 

3.2 ESQUEMA DEL PROCEDIMIENTO 

La experiencia piloto que proponemos consistiría en la creación de una carpeta de 
“Servicios al Emprendedor” ubicada con todo el programa ACCETUR (Centro de Atención 
al Emprendimiento Turístico)  

https://www.Turismo.GVA.es/opencms/opencms/Turismo/es/contents/planificacion/accetur 

PASO 1: INICIO DEL PROCEDIMIENTO EN SEDE ELECTRÓNICA. ALTA DEL EXPEDIENTE. 

Para iniciar el procedimiento se accederá a la ficha del procedimiento, pulsando en la 
pestaña 'Con Certificado electrónico': Y a continuación pulsando sobre 'Iniciar Trámite':  

A continuación, la plataforma ofrecería al emprendedor una primera pantalla de ALTA del 
expediente en el que consten (1) 'Datos de comunicación' y seleccione la vía por la que 
desea ser notificado; y (2) correo electrónico de contacto.  

El emprendedor se podrá descargar o rellenar on line, un documento normalizado en el 
que se indicarían los aspectos principales de cada tipo de actividad turística reglada, 
entendiendo por aspectos principales aquellos que permiten identificar el proyecto que se 
pretenda llevar a cabo. 

 A continuación, sugerimos algunos de estos aspectos principales: 

- Localización concreta en el Municipio de que se trate. 

https://www.turismo.gva.es/opencms/opencms/Turismo/es/contents/planificacion/accetur
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- Una Memoria Técnica certificada por un técnico competente en la que se 
exprese, los aspectos principales de la actividad: (i) Clasificación y 
calificación urbanística. Información urbanística facilitada por el 
Ayuntamiento; (ii) Características principales del proyecto a realizar: Si se 
trata de nueva construcción o rehabilitación o reforma de edificios 
preexistentes. Edificabilidad en metros cuadrados de techo utilizables.  

Instalaciones principales que se van a ejecutar (calderas, aire 
acondicionado, ascensores, etc…, con identificación de la potencia 
eléctrica requerida).La definición en concreto de estos aspectos 
principales deberá ajustarse a cada tipo de actividad reglada. 

El emprendedor formalizaría ese documento normalizado y facilitaría un correo electrónico 
de contacto a través del cual recibir las indicaciones del gestor.  

En el Anexo 5 del Estudio se adjunta una propuesta modelo de la ficha que rellenaría el 
emprendedor recogiendo todos los datos que acabamos de exponer. 

 

15Esta información resulta de capital importancia en la mayoría de los casos porque, como ha puesto de manifiesto la serie 
de entrevistas realizadas para la elaboración de este trabajo el conocer esa información es un punto crítico en toda la 
tramitación. 

PASO 2: DESIGNACIÓN DE GESTOR. INTERACTUACIÓN ENTRE GESTOR Y 
EMPRENDEDOR. 

En el Servicio Territorial de Turismo correspondiente se asignaría un número de expediente 
a ese documento normalizado y se le asignaría un Gestor. 

El Gestor analizaría el documento normalizado y facilitaría en el plazo más breve posible 
(máximo 10 días) al emprendedor la indicación de los informes sectoriales específicos que 
resulte necesario acompañar a la solicitud definitiva15. 

El Servicio Territorial de Turismo irá normalizando los documentos que resulten preceptivos 
a nivel autonómico (informes sectoriales dependientes de la Generalitat Valenciana). 
Verificará los documentos presentados por el emprendedor al iniciar el expediente e 
informará de los que falten en la documentación. 

El Gestor podrá realizar un seguimiento de los informes que se tengan que aportar que no 
dependan de la Generalitat Valenciana (en esencia, los informes municipales). 

El emprendedor en esta primera fase se encargará de solicitar todos aquellos informes que 
resulten preceptivos conforme a la normativa que resulte aplicable en cada caso.  



 

 

- 52 - 

En el caso de que la normativa lo permita esos informes preceptivos podrán ser sustituidos 
por certificados de Entidades Colaboradoras de la Administración (OCAs, ECUVs, etc…) 
que conforme a su normativa propia podrán certificar, acreditar o constatar el cumplimiento 
de los requisitos que se exijan normativamente. Con carácter general hay que tener en 
consideración que el certificado de conformidad favorable emitido por estas entidades 
tiene efectos equiparables a los informes técnicos emitidos por funcionarios municipales. 

PASO 3: PRESENTACIÓN DE LA SOLICITUD DE INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO DE 
TURISMO. 

Una vez el emprendedor haya recabado todos los informes preceptivos (y por supuesto si 
procede alguna autorización o licencia también) a través del Punto de Atención al 
Emprendedor, podrá solicitar la inscripción de su actividad en el Registro de Turismo. 

 

4. OTRAS CONSIDERACIONES NO 
DIRECTAMENTE RELACIONADAS CON EL 
PROCEDIMIENTO SEGUIDO ANTE TURISMO 

La elaboración de este estudio nos ha permitido apreciar que no sólo existen obstáculos 
en el procedimiento de autorización de las actividades turísticas regladas que resulten de 
obstáculos normativos o de la propia estructuración del procedimiento, sino que existe 

elementos que afectan a la tramitación de las autorizaciones que son debidos a problemas 
de falta de claridad en la normativa que resulta de aplicación y que por lo tanto requieren 
de medidas de clarificación y/o adaptación de la normativa aplicable. 

Un ejemplo de lo que estamos señalando lo ofrece las VuT y el problema que existe en 
torno a ellas en cuanto a la emisión del certificado municipal de compatibilidad urbanística. 
Obviamente un certificado de compatibilidad urbanística es un acto administrativo de 
constatación, que podemos considerar sencillo o de utilización habitual por los interesados. 
El problema no radica en ese certificado, sino en que el fenómeno de las VuT y su impacto 
en el urbanismo se produce en la última década, cuando los planes de urbanismo que 
rigen en nuestros municipios en su mayor parte fueron elaborados y aprobados 
fundamentalmente en los años 80 y en los primeros años del siglo XXI. Ello determina que 
en buena parte de estos planes de urbanismo municipales no se contemple el fenómeno 
de las VuT, ni se produzca su clasificación en los usos urbanísticos típicos o 
característicos, lo cual genera un problema interpretativo al tener que aplicar una norma 
de reciente creación como es el Decreto 10/2021, de 22 de enero, del Consell, de 
aprobación del Reglamento regulador del alojamiento turístico en la Comunitat Valenciana, 
a un fenómeno reciente (VuT) que exige de la aportación de un certificado que se tiene que 
emitir conforme a una norma urbanística no adaptada, que no contempla, que no regula 
ese fenómeno, y ello además sin criterios claros en la normativa para hacer esa 
interpretación.  
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En la actualidad contamos con un cuerpo de doctrina y jurisprudencia de nuestros 
Tribunales que han establecido y se admite por todos los agentes interesados, que las VuT 
constituyen un ejemplo de uso terciario, en términos urbanísticos, en la medida en que la 
puesta en el mercado de estas viviendas supone la prestación de servicios a terceros (el 
turista).  Digamos que las VuT suponen la prestación de servicios turísticos de alojamiento, 
manifestación del ejercicio de la libertad de empresa del titular de las mismas con amparo 
en los arts. 33 y 38 de nuestra CE y de los arts. 16 y 17 de la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la UE.  Y en ello se diferencian del derecho de acceso a una vivienda 
digna.  

La definición de las mismas que ofrece el art. 65 de la LTOH es clara en este sentido al 
considerar como viviendas turísticas “los inmuebles completos, cualquiera que sea su 
tipología, que, (…), se cedan mediante precio con habitualidad en condiciones de 
inmediata disponibilidad y con fines turísticos, vacacionales o de ocio”. 

La especificación de los fines turísticos implica, por exclusión, que la vivienda turística es 
aquella que no se cede con la finalidad de convertirse en domicilio/residencia habitual, que 
es lo que propiamente caracteriza el uso residencial desde la perspectiva urbanística16. 
Así mientras el uso residencial se caracteriza por la estabilidad y la permanencia17, el uso 

 

16Urbanísticamente el uso residencial es aquel que tiene por objeto la generación de inmuebles destinados a ser domicilio 
habitual de las personas, razón por la cual la legislación urbanística estructura una serie de estándares dotacionales como 
son las zonas verdes, aparcamientos, equipamientos docentes, sanitarios, culturales, etc… que solo tienen sentido en la 
medida en que configuran el hábitat de vida de las personas. 

turístico se caracteriza por la transitoriedad u ocasionalidad (alojamiento por días). Claro 
que, como las viviendas turísticas destinadas a un alojamiento ocasional y transitorio – 
propiamente turístico- en su concepción inmobiliaria, son igual a las viviendas destinadas 
a un uso turístico, surge inmediatamente el conflicto y la confusión. Qué duda cabe que el 
atractivo turístico de los centros urbanos y la aparición de aplicaciones y plataformas online 
han sido las dos razones de eclosión de este fenómeno en muchas de nuestras ciudades. 
Pero no es un fenómeno que la normativa sectorial turística pueda/deba soslayar. 

Aunque la reflexión nos llevaría más allá del objetivo de este Estudio, planteamos un punto 
de partida para la normativa turística que partiría de la apreciación de un hecho objetivo: 
una vivienda que se destina al uso turístico sale del mercado de la vivienda permanente y 
eso tiene indudablemente efectos de todo tipo. Desde luego sociales (acceso a la vivienda 
de determinadas clases sociales) y económicos, pero también urbanísticos sobre los 
estándares normativos de calidad urbana. La ciudad se desordena porque la planificación 
de dotaciones y servicios para los ciudadanos pierden su sentido, mientras que faltan otros 
que requieren los nuevos usuarios de esas viviendas lo cual resulta el campo abonado 
para el fenómeno de la gentrificación (desplazamiento de los residentes tradicionales de 
la zona)18. 

17Así lo indican la Sentencia nº 3842/2020 del Tribunal Supremo, de 19 de noviembre de 2020 y las Sentencias nº 657 
/2022 y nº 658/2022 del TSJ de la Comunidad Valenciana, de 11 de noviembre de 2022. 

18 Y en este sentido no podemos olvidar Efectivamente, según el apartado tres del art. 3 del Real Decreto Legislativo 
7/2015 de 30 de octubre por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana:  «3. Los 
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Hoy en día existe un cuerpo de doctrina de nuestros Tribunales 19que nos permite afirmar 
que destinar una vivienda a VuT (vivienda turística) implica un cambio de uso urbanístico 
(de residencial a terciario) que requiere de autorización o licencia municipal. Es importante 
resituar en la Administración competente en materia urbanística la decisión fundamental 
de admitir, y en qué medida ese fenómeno que por su intensidad tiene capacidad para 
reconfigurar las ciudades o, partes significativas de las mismas. 

Teniendo en consideración que a efectos de tipificar urbanísticamente las VuT, esto es, de 
determinar ante qué tipo de uso urbanístico nos encontramos, siempre prevalecerá la 
normativa urbanística sobre la normativa sectorial, somos de la opinión de que la normativa 
sectorial turística podría colaborar en una correcta definición urbanística de las mismas, y 
en este sentido formulamos una Propuesta de modificación normativa para clarificar este 

 

poderes públicos formularán y desarrollarán, en el medio urbano, las políticas de su respectiva competencia, de acuerdo 
con los principios de competitividad y sostenibilidad económica, social y medioambiental, cohesión territorial, eficiencia 
energética y complejidad funcional, procurando que, esté suficientemente dotado, y que el suelo se ocupe de manera 
eficiente, combinando los usos de forma funcional. En particular: (…) g) Integrarán en el tejido urbano cuantos usos resulten 
compatibles con la función residencial, para contribuir al equilibrio de las ciudades y de los núcleos residenciales, 
favoreciendo la diversidad de usos, la aproximación de los servicios, las dotaciones y los equipamientos a la comunidad 
residente, así como la cohesión y la integración social». 

19 Así lo ha sostenido la Sentencia del TSJ de Madrid de 17 de abril de 2013 la Sentencia del Juzgado de lo Contencioso 
Administrativo no 1 de Donostia/San Sebastián, de 5 de diciembre de 2016 —sentencia no 244/2016—, como primeras 
muestras de lo que hoy es un criterio uniforme. La Sentencia no 148/2016 del JCA no 6 de Valencia, de 27 de abril de 2016, 
sostiene que no hay cambio de uso; que el uso sigue siendo el uso de vivienda, fue revocada por la Sentencia del Tribunal 

aspecto y al mismo tiempo para, una vez clarificado agilizar la tramitación de los 
procedimientos de inscripción de las VuT en el Registro de Turismo correspondiente. 

En este sentido coincidimos con gran parte de las observaciones que en fase de 
preparación de este Estudio nos ha realizado el sector, en particular con la preocupación 
que existe en el mismo por erradicar el intrusismo. Una oferta alojativa de VuTs regladas, 
inscritas en el Registro de Turismo a las que se les pueda exigir el cumplimiento de la 
normativa turística que resulta de aplicación puede reforzar una oferta turística de calidad. 

Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 1ª, 760/2018 de 30 Nov. 
2018, Rec. 206/2018, en la que se deja expresado sin lugar a la discusión que “la actividad de alojamiento en vivienda 
turística no puede ser considerada de uso residencial, sino que como alega la parte apelante debe entenderse que 
integra un uso terciario hotelero, disentimos por tanto en relación a la conclusión alcanzada por la sentencia de instancia”. 
En el mismo sentido Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León de Valladolid, Sala de lo Contencioso-administrativo, 
Sección 1ª, Sentencia 88/2018 de 5 Feb. 2018, Rec. 259/2017; Juzgado de lo Contencioso-administrativo N°. 3 de Donostia-
San Sebastián, Sentencia 103/2018 de 18 May. 2018, Proc. 825/2017; Y así mismo se ha reconocido en Madrid donde tras 
una consulta planteada en febrero de 2015 por la Asociación Empresarial Hotelera de Madrid y la Asociación Empresarial 
de Hostales y Pensiones de la Comunidad de Madrid el Ayuntamiento informó entonces que la modalidad de alojamiento 
turístico en VUT debía encuadrarse en el Plan General de ordenación de Madrid de 1997 dentro del uso de terciario–
hospedaje. 
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5. PROPUESTAS  

5.1 GENERALIDADES: ENFOQUE GENERAL DE LAS 

PROPUESTAS QUE SE PLANTEAN EN EL PRESENTE 

INFORME. 

A lo largo de este Estudio se han realizado una serie de consideraciones de carácter 
jurídico que sirven de motivación y justificación de las propuestas que a continuación se 
van a realizar, unas de ellas son de contenido normativo, de modificación legislativa y de 
desarrollo reglamentario, y otras son de procedimiento. 

Todas ellas son recomendaciones y acciones que pretenden aportar una visión sectorial a 
la normativa urbanística y ambiental, principalmente, eliminando procedimientos y trámites 
que pueden resultar innecesarios desde esta propia perspectiva sectorial turística con el 
objetivo final de favorecer el emprendimiento en este sector y de que estas propuestas 
sirvan de reflexión para la configuración de un uso turístico específico en la legislación 
urbanística y ambiental. En su formulación se ha tenido muy en consideración el proceso 
de participación seguido para la realización de este Estudio y sus conclusiones reflejadas 
en el apartado 1.3 del mismo. 

De las propuestas de contenido normativo que planteamos en este Estudio, propiamente 
sólo la octava y la novena afectarían directamente a la normativa en materia turística y por 
lo tanto entrarían dentro del espacio de decisión de los órganos competentes de la 
Generalitat Valenciana en esta materia. 

El resto de propuestas, afectan a otras normativas sectoriales no turísticas: ambientales y 
urbanísticas, esencialmente), lo que va a requerir, no sólo el análisis de impacto en el 
conjunto normativo específico a que se refiere, sino también, por parte de los órganos 
competentes en materia de Turismo, la coordinación con otros departamentos de la 
Administración autonómica en aras a establecer el mejor modo para su incorporación a la 
normativa propia de los mismos, si se alcanza un consenso sobre la oportunidad y 
conveniencia de estas medidas.  

De una forma particular recomendaríamos esa labora de coordinación y consenso en 
soluciones normativas desde la perspectiva urbanística, ambiental y turística en todo lo 
concerniente a la acreditación de la compatibilidad urbanística en viviendas turísticas, 
aspecto éste en el que existe una enorme carga de trabajo en los órganos competentes en 
materia de Turismo fruto, a nuestro modo de ver, de las imprecisiones existentes en este 
campo en la normativa urbanística y de la dispersión y diversidad de criterios aplicables, 
dado que cada municipio puede tener una interpretación propia sobre la materia. 

A continuación, las sistematizamos. 
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5.2 Propuestas de contenido normativo: 

5.2.1 PROPUESTA PRIMERA. Integrar dentro 
de ACCETUR un Punto de Atención al 
Emprendedor Turístico. 

El problema principal que se ha puesto de manifiesto en la elaboración de este Estudio es 
la enorme dificultad con que se encuentra un emprendedor a la hora de conocer todos y 
cada uno de los requisitos que son exigibles para el desarrollo de su proyecto. 

No existe un repositorio al que acudir para verificar cuales son esos requisitos, ni se 
pueden, en la mayoría de los casos predefinir sin tener en consideración las características 
singulares del proyecto que se pretende llevar a cabo, muchas de ellas únicas e 
irrepetibles, y su localización y condiciones de emplazamiento. 

La solución a este problema no puede ser de carácter normativo por las razones apuntadas 
ya que no tendrían eficacia algunas medidas de carácter general que en todo caso habría 
que particularizar. Por esa razón sugerimos como primera propuesta lo que hemos 
denominado la creación de un Punto de Atención al Emprendedor Turístico, 

Creemos que podría incardinarse a la perfección con todo el programa ACCETUR (Centro 
de Atención al Emprendimiento Turístico  

https://www.Turismo.GVA.es/opencms/opencms/Turismo/es/contents/planificacion/accetur/accetu
r.html 

El ACCETUR tiene en estos momentos tres herramientas creadas  

 

En esa ubicación se podría generar una cuarta herramienta con el contenido y la estructura 
que se ha señalado en el apartado 3.2 de este Estudio, posibilitando así la comunicación 
entre Turismo y el emprendedor, utilizando los sistemas de tramitación telemática, 
especificando los servicios que va a prestar a los emprendedores y empresarios del sector: 

https://www.turisme.gva.es/opencms/opencms/turisme/es/contents/planificacion/accetur/accetur.html
https://www.turisme.gva.es/opencms/opencms/turisme/es/contents/planificacion/accetur/accetur.html
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A nuestro juicio esa comunicación y lo que significa de acompañamiento de la iniciativa 
por parte de una persona especializada en la materia sería un gran paso hacia los 
emprendedores pues dotaría de seguridad sus iniciativas. No se trataría de que la 
Administración sustituyera su labor y su trabajo, ni que se posicionara en un sector de 
actividad que puede cubrir el sector privado a través de Asesorías, Ingenierías, etc… 
Antes, al contrario, se trataría de aportar una orientación general o “mentoring” de esas 
iniciativas, dejando el trabajo material al emprendedor, pero orientándolo en sus directrices 
generales.  

Desde nuestro punto de vista la atención al emprendedor en estas cuestiones gozaría con 
la ventaja de generar con el paso del tiempo un enorme expertis en la materia, 
sistematizando la información recibida en las distintas iniciativas que se vayan tutorizando, 
que ubicadas en un mismo punto de gestión permitirían su generalización, así como el 
poder establecer criterios y consecuencias susceptibles de motivar iniciativas y 
sugerencias de mejora de la normativa y de los procedimientos que resulten de aplicación. 

 

5.2.2 PROPUESTA SEGUNDA. Utilización de 
las figuras de las Entidades Colaboradoras de la 
Administración para la acreditación del 
cumplimiento de los requisitos necesarios para el 
inicio de actividades turísticas. 

En realidad, aunque la consideremos como una propuesta no va a tener su reflejo en ningún 
cambio normativo específico. En el último año la legislación de la Comunitat Valenciana ha 
sido pionera en la implementación de mecanismos de colaboración público-privada de 
forma que se han habilitado a Entidades Colaboradoras de la Administración en materia 
Urbanística (i) a través del Decreto 62/2020, por el cual se regulan las entidades 
colaboradoras de la administración municipal en la verificación de las actuaciones 
urbanísticas (ECUVs) y por el que se crea el Registro de estas entidades (texto publicado 
en el DOGV nº8816, 20 de mayo de 2020); lo que viene a unirse a lo que ya se establecía 
en la Ley 8/2012, de 23 de noviembre, de la Generalitat, por la que se Regulan los 
Organismos de Certificación Administrativa (OCA). a los efectos de acreditar el 
cumplimiento de los requisitos establecidos por la Ley 14/2010 de Espectáculos, 
Establecimientos Públicos y Actividades Recreativas; y (iii) a lo previsto en la Ley 7/2021, 
de 29 de diciembre, de medidas fiscales, de gestión administrativa y financiera y de 
organización de la Generalitat 2022 cuyo art. 163 apertura el ámbito de la Ley 6/2014 de 
Prevención de la Contaminación y Calidad Ambiental a la labor de estas entidades 
colaboradoras de la Administración. 
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Quiere ello decir que los tres ámbitos principales de la normativa sectorial que hemos 
analizado en este trabajo son, en teoría, susceptibles del desarrollo de actuaciones por 
parte de estas entidades cuyo reconocimiento y acreditación por parte de la Administración 
competente hace que sus informes y certificados tengan el mismo valor que los emitidos 
por los funcionarios de la Administración. 

En consecuencia, es posible que en estos ámbitos de actividad los distintos órganos de la 
administración aprovechen esta infraestructura y estos medios que ofrece la iniciativa 
privada, para agilizar sus procedimientos haciendo más eficiente la labor que desarrollen. 

 

5.2.3 PROPUESTA TERCERA: Modificación de 
los arts. 211.1.f) apartados 1º, 2º y 3º y el art. 211.2 
y 3 TRLOTUP. 

Estos preceptos habilitan las actividades terciarias o de servicios en suelo no urbanizable 
no protegido cuando se cumplan una serie de requisitos de distancia a suelos con 
clasificación apta para albergar estos proyectos o se den otras circunstancias que no 
guardan relación con el sector turístico.  

 

20 Libro II, Título I, Capítulo I, Artículo 21 de la Ley 15/2018. 

Esta regulación por el contrario hace extraordinariamente difícil el desarrollo de proyectos 
de última tendencia en el sector turístico como el “glamping” o “camping de lujo” u otro 
tipo de establecimientos hoteleros de valor añadido (turismo ambiental, etc…) que 
proyecten sobre el territorio los objetivos estratégicos del Plan Estratégico de Turismo de 
la Comunitat Valenciana (2020-2025) es decir, la diversificación y potenciación de la oferta 
turística de la Comunitat Valenciana, el incremento de la calidad y competitividad de la 
oferta, el uso sostenible del territorio, etc… 

Siendo la atribución de un uso urbanístico al suelo no urbanizable no protegido una 
excepción, la misma entendemos que desde una perspectiva sectorial turística ello debería 
venir exclusivamente referido a la posibilidad de llevar a cabo proyectos de carácter 
turístico marcados por (i) la excelencia y (ii) un comportamiento ambiental respetuoso con 
el medio. 

Como ya hemos señalado la LTOH20 considera todo el territorio de la Comunitat Valenciana 
como un activo turístico en cuanto que es el elemento esencial que sostiene sus 
componentes de excelencia, claves de la competitividad turística a través de su puesta en 
valor. 

Es cierto que la Administración turística autonómica carece de competencias respecto de 
las diferentes políticas con incidencia territorial (ordenación del territorio, urbanismo, 
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infraestructuras, desarrollo rural, medio ambiente, cultura, etc.) lo cual no significa que no 
pueda aportar su propia visión del fenómeno turístico proponiendo cambios normativos 
que hagan coherente la regulación territorial y urbanística con las políticas sectoriales en 
materia turística. 

Desarrollar un modelo territorial que mejore y mantenga la competitividad y aproveche las 
oportunidades que presenta la Comunitat Valenciana y que contribuya al mismo tiempo a 
una mejor vertebración del turismo de la Comunitat Valenciana, debe ser objetivo 
compartido por todos los departamentos de la Generalitat Valenciana y quien tiene que 
impulsar la coordinación de las acciones específicas que deban realizar cada uno de ellos 
tienen que ser los órganos competentes en materia de Turismo. 

Con base en esa argumentación proponemos la modificación de la actual redacción de los 
arts. 211.1.f), apartados 1º, 2º y 3º que pasarían a quedar redactados del siguiente modo: 

f) Actividades terciarias o de servicios. Solo puede autorizarse la implantación de las 
siguientes actividades: 

1.º Establecimientos de alojamiento turístico y restauración y empresas 
dedicadas al turismo activo y de aventura, cuando se acredite la 
conveniencia de la situación aislada del establecimiento para el disfrute del 

medio natural y del paisaje.  

2.º Centros recreativos, deportivos, de ocio (…) cuando se acredite 
suficientemente la procedencia de su implantación en el medio rural, por 
estar relacionados con las características del entorno natural o requerir 
grandes superficies de suelo no edificado para su desarrollo. 

3º (mantiene su regulación actual…) 

De esta forma se mantiene la finalidad del art. 211 del TRLOTUP que no es otra que 
posibilitar al planeamiento urbanístico municipal la zonificación del suelo no urbanizable 
no protegido para habilitar excepcionalmente en el mismo determinados usos específicos, 
sin incorporar en esa habilitación requisitos o condiciones que no guardan coherencia con 
el ejercicio empresarial de estos usos. 

En congruencia con lo anterior también se propone la modificación del art. 211.2 TRLOTUP 
añadiendo una especificación concreta para las actividades terciarias y de servicios de 
carácter turístico, exigiendo una parcela mínima mucho mayor y una edificabilidad 
notoriamente reducida, con la finalidad de promover la utilización del suelo no urbanizable 
no protegido para actividades turísticas de calidad ambiental, evitando las actividades de 
escaso o nulo valor turístico añadido.  

La redacción que proponemos es la siguiente: 

2.- La parcela exigible para las actuaciones terciarias o de servicios en el 
medio rural será al menos de media hectárea de perímetro ininterrumpido. 
No se considerará que el perímetro queda interrumpido si la parcela está 
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dividida por caminos rurales o vías pecuarias. Tampoco se considerará 
interrumpido cuando la parcela está dividida por otros elementos 
territoriales de dominio público y tenga al menos media hectárea a cada 
lado de este dominio público.  

3.- Tratándose de establecimientos de alojamiento turístico y campamentos 
de turismo e instalaciones similares o equivalentes de carácter turístico la 
parcela mínima será de 10 hectáreas de perímetro ininterrumpido, 
entendiendo este como se ha definido en el apartado anterior. 

En estos casos tendrá que quedar el 80 % de la superficie de la parcela 
libre de ocupación por la actividad, considerando la superficie total de la 
parcela en el primer caso, y la superficie de cada una de las partes situadas 
a uno y otro lado del dominio público, en el segundo caso.  

Este porcentaje no será aplicable a los campamentos de turismo, a los 
centros recreativos, deportivos o de ocio que, por sus características, 
requieran ocupar al aire libre una gran superficie de instalaciones sin 
edificar, si bien los espacios no ocupados por instalaciones o elementos 
dedicados al desarrollo de la actividad deberán representar más del 60 % de 
la total superficie de la parcela y/o de cada una de las partes situadas a uno 
y otro lado del dominio público. 

La edificabilidad neta en la parcela no podrá superar el 0,1 m2t/m2s, 
computando a estos efectos todos los elementos dedicados al desarrollo de 
la actividad. 

A estos efectos se considerarán elementos dedicados al desarrollo de la 
actividad cualquier tipo de construcción deportiva, auxiliar o de servicios 
afecta al desarrollo de la actividad y cualquier elemento ya sea de carácter 
fijo, semi-móvil o móvil, cualquiera que sea la forma, composición y materiales 
empleados utilizado para el alojamiento. 

En el mismo sentido se propone la modificación del párrafo 3 del art. 211 TRLOTUP para 
exigir el cumplimiento de los criterios más exigentes de sostenibilidad ambiental para las 
actividades turísticas.  Así se propone siguiente redacción de este párrafo. 

Para cualquier uso y aprovechamiento se exigirá una previsión suficiente 
del abastecimiento de agua potable y una completa evacuación, recogida 
y depuración de los residuos y aguas residuales. Dichas previsiones 
constarán en los preceptivos documentos técnicos para obtener las 
correspondientes autorizaciones y se hará mención expresa de su 
ejecución en el correspondiente certificado final de obra o instalación. El 
coste que pudiera implicar la extensión de las redes de estos u otros 
servicios correrá a cargo de la parte promotora. 

Los establecimientos de alojamiento turístico y restauración, las empresas de 
turismo activo, ecoturismo y los campamentos de turismo e instalaciones 
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similares o equivalentes de carácter turístico, requerirán además para su 
implantación en suelo no urbanizable estar acreditadas en el cumplimiento de 
la norma internacional ISO 14001, o equivalente, y en el cumplimiento del 
Reglamento Europeo 1221/2009 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL 
CONSEJO, de 25 de noviembre de 2009, relativo a la participación voluntaria 
de organizaciones en un sistema comunitario de gestión y auditoría 
medioambientales (EMAS), así como en la norma nacional UNE 
170001/170002 en materia de accesibilidad o equivalente. 

 

5.2.4 PROPUESTA CUARTA: Modificación 
del art. 215.1 y 2 TRLOTUP y del art. 216.1 
TRLOTUP. 

Una vez establecido en la propuesta anterior que el objetivo del suelo no urbanizable no 
protegido en relación con las actividades y establecimientos turísticos tendría que ser el 
poder albergar proyectos de calidad, excelencia en el sector, y sostenibilidad ambiental, 
entendemos que es posible simplificar el procedimiento a seguir para la implantación de 
los mismos.  

En esta línea proponemos que se modifique el art. 215.1 TRLOTUP en el sentido siguiente: 

Los actos de uso y aprovechamiento en suelo no urbanizable previstos en 
el artículo 211.1, párrafos a, b y c de este texto refundido, serán autorizables 

por el ayuntamiento mediante el otorgamiento de las correspondientes 
licencias municipales, sin previa declaración de interés comunitario. En 
estos casos, además de los informes o las autorizaciones legalmente 
exigibles, deberán emitirse informes por las consellerias competentes por 
razón de la materia, debiendo incorporarse en las licencias 
correspondientes las condiciones incluidas en ellos. La solicitud de dichos 
informes o autorizaciones se efectuará previa comprobación por el 
ayuntamiento de la compatibilidad urbanística de la actuación solicitada. 

También serán autorizables mediante licencia municipal los actos de uso y 
aprovechamiento en suelo no urbanizable para establecimientos de 
alojamiento turístico y restauración, empresas de turismo activo y 
campamentos de turismo e instalaciones similares o equivalentes de carácter 
turístico, que cumplan todos los requisitos establecidos específicamente para 
ellos en el art. 211.2 y 3 de este Texto Refundido. 

La modificación que proponemos comporta la necesidad de adaptar el párrafo segundo 
del art. 215 TRLOTUP añadiendo una nueva letra d) con el siguiente tenor literal: 

En los supuestos del art. 211.f) relativos a establecimientos de alojamiento 
turístico y restauración, empresas de turismo activo y campamentos de 
turismo e instalaciones similares o equivalentes de carácter turístico, deberá 
solicitar un informe a la consellería competente en materia de Turismo en el 
que se acredite el cumplimiento de los requisitos establecidos en el citado 
apartado. 
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E igualmente es necesario modificar el párrafo primero del art. 216 para eliminar la 
referencia al apartado f) del art. 211 TRLOTUP, quedando redactado del siguiente modo: 

La Generalitat interviene en la autorización de usos y aprovechamientos en 
suelo no urbanizable, dentro de los límites y en las condiciones establecidas 
en este texto refundido, mediante su declaración de interés comunitario 
previa a la licencia municipal, en los supuestos contemplados en el artículo 
211.1, párrafos d) y e) de este texto refundido. Asimismo, será exigible 
obtener declaración de interés comunitario para la implantación de estas 
actividades en edificaciones existentes, así como para la modificación de 
las ya otorgadas en los supuestos contemplados en los párrafos d) y e) del 
art. 211.1”. 

La justificación de esta Propuesta, al igual que la propuesta siguiente, tiene que ver con la 
puesta en valor del suelo no urbanizable común como instrumento de lucha contra la 
despoblación. 

En nuestro entendimiento del Estudio que estamos realizando la actividad turística tiene un 
papel esencial en la lucha contra el despoblamiento en el interior de la Comunitat 
Valenciana.  

La despoblación, como fenómeno demográfico, y el despoblamiento, como fenómeno 
territorial, son problemas con profundas raíces históricas que se remontan a la segunda 

mitad del siglo XX -como consecuencia de las altas tasas migratorias desde las zonas 
rurales hacia los núcleos urbanos en expansión- y que se perpetúan en la actualidad. 

Así pues, estamos ante una problemática de abandono territorial y demográfico que es 
común a todas las Comunidades y Ciudades Autónomas en España, si bien se manifiesta 
con distintas intensidades tal y como se puede apreciar en el siguiente gráfico: 

 

En el caso particular de la Comunidad Valenciana, debemos señalar que el 
despoblamiento ha sido especialmente intenso en las comarcas de interior y de montaña 
llegando a experimentar en los últimos años una considerable pérdida de población. 

En aras de frenar el fenómeno de despoblamiento se aprobó el Decreto 182/2018, de 10 
de octubre, del Consell, por el que se regula la línea específica del Fondo de Cooperación 
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Gráfica 4. Porcentaje de municipios que cumplen los criterios 

Municipal para la Lucha contra el Despoblamiento de los Municipios de la Comunitat 
Valenciana (en adelante, “Decreto 182/2018”), en el que se definen siete indicadores para 
identificar los municipios en riesgo de despoblamiento. 

Pues bien, los datos extraídos de los 542 municipios que forman la Comunitat Valenciana 
respecto de los referidos 7 indicadores recogidos en el Decreto 182/2018 a fecha 1 de 
enero de 2021 son los que se relacionan a continuación: 

 

 

Fuente: Institut Valencià d’ Estadística, 2021 

 

Fuente: Institut Valencià d’ Estadística, 2021 

Los datos evidencian que un número considerable de municipios estaría en riesgo de 
despoblamiento en la Comunidad Valenciana, si bien dicho despoblamiento podría 
mitigarse mediante la promoción turística en las zonas rurales.  

En este sentido, en el Dictamen del Comité Europeo de las Regiones “La respuesta de la 
UE al reto demográfico” (2017/C 017/08) ya se subrayó la importancia de poner en práctica 
políticas europeas de lucha contra el reto demográfico a través del diseño de estrategias 
regionales y locales, entre las que se encontraba el fomento de turismo rural, con el fin de 
generar empleo y aumentar, así, la atracción de la población en edad activa. 

Resulta igualmente destacable el Dictamen del Comité Europeo de las Regiones 
“Estrategia de la UE para la recuperación de las zonas rurales” (2021/C 37/03) en el que 
se creó una Agenda rural siendo uno de sus objetivos “la optimización del potencial del 
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turismo rural en un entorno natural saludable y diverso, y el aprovechamiento de la 
creatividad y el potencial cultural de las zonas rurales”. 

 

5.2.5 PROPUESTA QUINTA: Modificación del 
art. 218.1.b).2º y 219.2.b). 1º TRLOTUP. 

Aunque con carácter general, si se aceptan las propuestas primera y segunda nos 
encontraríamos en un escenario en el que la nueva implantación de establecimientos de 
alojamiento turístico y restauración, empresas de turismo activo y campamentos de turismo 
e instalaciones similares o equivalentes de carácter turístico, no requeriría de Declaración 

de Interés Comunitario, seguimos creyendo conveniente mantener la excepción referida a 
la recuperación del patrimonio arquitectónico tradicional para la implantación de este tipo 
de actividades. 

La fundamentación es la misma que la propuesta anterior pues ello puede comportar la 
potenciación de una serie de principios y valores cuya promoción es de interés público, 
como puede ser la fijación de la población en zonas rurales, en coherencia con los objetivos 
generales de los planes de Dinamización y Gobernanza Turística que impulsa Turismo 
Comunitat Valenciana, y en congruencia con lo que plantea el Anteproyecto de Ley de la 
Generalitat Valenciana, integral de medidas contra el despoblamiento en la Comunitat 
Valenciana. 

En este sentido se propone  

1) Incluir en el art. 218.1.b) 2º que, en suelo no urbanizable, en municipios de 
que la Estrategia Territorial de la Comunitat Valenciana considera 
integrados en la “franja intermedia” no será necesaria la Declaración de 
Interés Comunitario,  

“… cuando se trate de actividades de transformación y comercialización 
de productos del sector primario agrícola o forestal que, teniendo en 
cuenta su especial naturaleza y características, precisen emplazarse 
cerca de las parcelas de origen de la materia prima, en una parcela no 
inferior a una hectárea de perímetro ininterrumpido y, en todo caso, con 
el cincuenta por ciento libre de ocupación y dedicado al uso agrario o 
forestal, y cuando se trate de actividades de alojamiento turístico cuya 
parcela mínima sea de 10 hectáreas de perímetro ininterrumpido y turístico 
y cuenten con acreditación del cumplimiento de la norma internacional ISO 
14001, o equivalente, en cumplimiento del Reglamento Europeo 1221/2009 
DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO, de 25 de noviembre de 
2009, relativo a la participación voluntaria de organizaciones en un sistema 
comunitario de gestión y auditoría medioambientales (EMAS), así como en 
la norma nacional UNE 170001/170002 en materia de accesibilidad o 
equivalente” 

2) Y eliminar los requisitos tan restrictivos que existen ahora en la legislación 
urbanística, eliminando la limitación en la superficie construida 
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(actualmente máximo 500 m2) que no tiene lógica en tanto en cuanto la 
construcción tradicional ya existirá, como presupuesto básico y no tiene 
sentido limitar la recuperación a aquellas construcciones de menos de 500 
m2.  

De acuerdo con ello proponemos la siguiente redacción: 

1.º Alojamiento de turismo rural, establecimiento de restauración o 
asimilados, siempre que la actuación suponga la recuperación de 
patrimonio arquitectónico tradicional “. 

 

5.2.6 PROPUESTA SEXTA: Modificación de la 
Ley 6/2014 para eliminar el apartado 13.2.7 y 
13.4.11 del Anexo II de la misma (Actividades 
sujetas a Licencia Ambiental). 

En efecto, como se ha señalado anteriormente en el apartado 13.2.7 del Anexo II de la Ley 
6/2014 sujeta a licencia ambiental a determinado tipo de Hoteles, establecimientos de 
alojamiento turístico rural, bloques y conjuntos de apartamentos turísticos, campamentos 
de turismo, establecimientos de restauración y establecimientos de turismo, cuya altura de 
evacuación sea superior a 28 metros o la superficie total construida sea mayor de 1.500 

m2. Y el apartado 13.4.11 del Anexo II de la Ley 6/2014 sujeta a licencia ambiental a todo 
tipo de Campings. 

Ya hemos justificado que esos requisitos, desde nuestro punto de vista, aun cuando están 
relacionados con condiciones de seguridad no justifican la existencia de un título 
habilitante de carácter previo como es la Licencia Ambiental, sobre todo a la vista de la 
legislación básica estatal en esta materia y de lo que están haciendo otras Comunidades 
Autónomas. 

De ahí que propongamos la eliminación de estos apartados para que, en general, todos 
los establecimientos turísticos se sometan al régimen de Declaración Responsable y 
Comunicación previa al inicio de la actividad. 

Ello no significa que se abandonen las actividades turísticas a su libre albedrío o que no 
se exija el cumplimiento por su parte de toda la normativa técnica y de seguridad que les 
resulta de aplicación. En absoluto. Esta medida lo que implica es que el emprendedor o 
empresario que decida iniciar una actividad de esta naturaleza tendrá que acreditar el 
cumplimiento de los requisitos normativos y de seguridad mediante una DERE 
acompañada de todos y cada uno de los certificados técnicos que requiera la normativa 
que resulte de aplicación en función del tipo de actividad e instalaciones que se pretendan 
llevar a cabo, expedidos por entidades colaboradoras de la Administración con capacidad 
reconocida para emitirlos. 
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De esta forma, utilizando la estructura de entidades colaboradoras privadas se puede 
suplir la carencia o insuficiencia de medios en la Administración, y se puede circunscribir 
el papel de ésta a la labor de supervisión y control de las mismas, exigiendo una actuación 
diligente y responsable que en caso de infringir la normativa que les resulta aplicable 
pueda determinar, incluso, la pérdida de la acreditación que les permite actuar en dicho 
campo material de actividad. 

5.2.7 PROPUESTA SÉPTIMA: Eliminación de la 
Disposición Transitoria Quinta de la Ley 6/2014. 

Como ya se ha señalado la Ley 7/2021, de 29 de diciembre, de la Generalitat, de medidas 
fiscales, de gestión administrativa y financiera y de organización de la Generalitat 2022, 
incorporó a la Ley 6/2014, una Disposición Transitoria Quinta cuyo tenor literal es el 
siguiente: 

“Quinta El ayuntamiento, si procede, puede acordar la exclusión de la 
aplicación de estas disposiciones, y revisar su decisión en un periodo de 
5 años. Como también regular reglamentariamente la aplicación de los 
artículos 11, 22.1, 23.1 y 23.4, 54.3, 57 bis y 58. 

Realmente es una previsión absolutamente singular a nuestro modo de ver en el 
ordenamiento jurídico valenciano el permitir a los Ayuntamientos decidir si aplican o no un 
precepto incorporado en una Ley aprobada por las Cortes Valencianas, pero ello no es lo 
más grave, sino que de cara a los ciudadanos esta habilitación determina que sea 

imposible determinar de antemano en qué ayuntamientos se admitirán los certificados de 
entidades de certificación y en cuáles no. 

Desde nuestro punto de vista y desde la perspectiva del emprendedor en materia turística 
consideramos que procede la eliminación de la Disposición Transitoria Quinta de la Ley 
6/2014. 

 

5.2.8 PROPUESTA OCTAVA: Modificación del 
art. 13 de la Ley 14/2010. 

La realización en un mismo local o establecimiento de varias de las actividades que se 
mencionan en el anexo de la Ley 14/2010 de la Generalitat, de Espectáculos Públicos, 
Actividades Recreativas y Establecimientos Públicos, está en la actualidad regulada en el 
art. 13 de la misma.  Esa regulación está basada en el otorgamiento de una autorización 
de compatibilidad por parte de la Conselleria competente en materia de espectáculos. Sin 
perjuicio de que esa autorización podría considerarse discutible a la vista de la ya citada 
anteriormente Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior, y de su trasposición 
al Derecho Español a través de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso 
a las actividades de servicios y su ejercicio, de lo que no cabe la menor duda es de que 
en un gran número de casos se podría reconocer una compatibilidad genérica desde la 
propia Ley que hiciese innecesario un trámite más a desarrollar por parte del emprendedor 
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o empresario, sin que ello implique una merma de las condiciones de seguridad para las 
personas, las cosas y el medio ambiente. 

En este sentido se propone modificar el art. 13 de la Ley 14/2010 que quedaría redactado 
de la siguiente forma: 

Artículo 13 Compatibilidad de actividades. 

1.- Se considerarán actividades compatibles, a los efectos de esta ley, 
aquellas que sean equivalentes en cuanto a horario, dotaciones o público 
que pueda acceder a las mismas. 

En el caso de que un establecimiento se dedicara a varias actividades 
compatibles definidas por separado en el Catálogo del anexo, se deberán 
hacer constar en la licencia de apertura cada una de ellas. De igual 
modo, si el local o recinto contara con varios espacios de uso 
diferenciados, deberá expresarse el aforo respectivo correspondiente a 
cada uno de los mismos. 

2.- Cuando en un mismo local, recinto o establecimiento se vayan a 
desarrollar simultáneamente y de forma habitual varias actividades 
recogidas en el Catálogo del Anexo de esta Ley, distintas e incompatibles 
por razón del horario o público que pueda acceder a ellas se tendrán en 
consideración las siguientes reglas: 

Cada una de ellas se desarrollará en una zona plenamente delimitada, 
entendiendo como tal aquella que permita que se pueda abrir y cerrar 
dentro de su horario reglamentario y que permita su identificación física 
en los documentos técnicos incorporados a la licencia de funcionamiento. 

En todo el local, recinto o establecimiento se aplicarán para todas las 
actividades las limitaciones de acceso más restrictivas por razón de la 
edad, en tanto concurran las actividades incompatibles. 

Si las actividades incompatibles lo son por razón del horario o distinto 
régimen de acceso por razón de edad, deberá constar en la licencia de 
funcionamiento, con exactitud y separadamente, cada uno de dichos 
espectáculos o actividades y su horario respectivo. La restricción de 
acceso por razón de edad se aplicará durante el ejercicio de la actividad 
en la que esté prohibido el acceso de menores de edad, sin perjuicio de 
las excepciones que establece esta Ley. 

Cada uno de los espectáculos o actividades a los que se refiere el 
apartado anterior estará sujeto al régimen general de horarios, debiendo 
reunir el establecimiento las dotaciones y demás características técnicas 
propias de cada espectáculo o actividad que se vaya a desarrollar, 
quedando sujeto a las limitaciones que sean de aplicación al respectivo 
espectáculo o actividad. En todo caso, entre el cierre y reapertura diarios 
del establecimiento o local deberá mediar el período mínimo que se 
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establece normativamente. A efectos de fijar el inicio del cómputo del 
período de tiempo mínimo diario en que el establecimiento deberá 
permanecer cerrado, se determina aplicable el de la hora de la 
finalización de la actividad con horario más prolongado. 

El establecimiento, local o recinto en el que se implanten dos o más 
actividades, quedará sometido, en su integridad, a las condiciones de 
insonorización y aislamiento acústico, higiénico-sanitarias y de seguridad 
más estrictas según la normativa sectorial aplicable. 

Cuando alguna actividad incluida en el Catálogo figurase sometida a una 
normativa de aplicación específica que limitase o prohibiese su 
concurrencia con otras en el mismo local, se estará a lo dispuesto en 
dicha normativa específica. 

Cuando alguna prohibición específica en la normativa sectorial de 
actividades de carácter económico e industrial afectara al particular 
régimen de compatibilidad autorizado, o pendiente de autorizar, en el 
respectivo local, establecimiento o recinto, se estará a lo dispuesto en 
dicha normativa sectorial. 

El cumplimiento de todos estos requisitos y reglas se tendrá que acreditar 
por el interesado mediante el certificado de OCA a que se refiere el art. 
9.2.d) de esta Ley, a aportar junto a la Declaración Responsable previa 

al inicio de actividades o en la solicitud de licencia si el local o 
establecimiento se encuentra en los supuestos regulados en el art. 10 de 
esta Ley. 

3.- Los titulares de locales, recintos o establecimientos que cuenten con 
la preceptiva licencia de funcionamiento en la que figure, expresamente, 
una o más actividades autorizadas, que, con carácter extraordinario, 
pretendan realizar otra de las previstas en el Catálogo del Anexo, tendrán 
que presentar la correspondiente Declaración Responsable o solicitud de 
Licencia ante el Ayuntamiento respectivo. 

No será aplicable lo que dispone este artículo cuando en un 
establecimiento público se efectúen actividades complementarias o 
accesorias de la actividad principal, siempre que, en virtud de esto, 
aquellas no suponen una desnaturalización o desvirtualización. En este 
sentido, se considerarán actividades complementarias o accesorias 
aquellas que implican una actuación en directo destinada a la animación 
o a la amenización de los clientes, usuarios o público. 

Las actividades citadas podrán consistir en o incluir actuaciones 
musicales, siempre y cuando el prestador cuente con un título habilitante 
para la actividad principal que incorpore ambientación musical y en el 
desarrollo de las actividades complementarias o accesorias y se respeten 
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las limitaciones acústicas impuestas por dicho título habilitante, así como 
la normativa acústica vigente. 

De esta forma y sin necesidad de una autorización expresa de compatibilidad se podría 
utilizar el sistema de DERE para la implantación de varias actividades establecidas en el 
Catálogo inicialmente incompatibles por razón de horario, publico o dotaciones, sin que 
ello implique merma alguna de las medidas necesarias, pues, como se observa la 
propuesta exige que en todo caso se cumplan los requisitos técnicos más exigentes desde 
el punto de vista de la seguridad, contaminación acústica, etc… 

 

5.2.9 PROPUESTA NOVENA: Modificación del 
art. 71.3 LTOH y del art. 4.6.b). 1º del Decreto 
12/2022 para especificar que las actividades de 
Turismo Activo son actividades inocuas a los 
efectos de la legislación ambiental. 

En relación con el Turismo Activo, tal y como se ha señalado ya en este Estudio, el problema 
más relevante que nos encontramos es el que produce la conjunción de dos factores: (1) 
la novedad de la actividad turística en sí misma considerada; y (2) la posición neutral del 
Decreto 22/2012 de 27 de enero, regulador del turismo activo en la Comunitat Valenciana 
que ha decidido no prejuzgar el tipo de licencias o autorizaciones municipales, sectoriales 

o de otra índole exigidas por la normativa vigente, o declaraciones responsables o 
comunicaciones previas que resulten preceptivas para el ejercicio de las actividades que 
se pretenden desarrollar (Vide art. 4.6.b).1º Decreto 12/2022). 

En relación a esta cuestión y en el contexto de este trabajo lo que plantearíamos es la 
especificación dentro de la normativa turística de que las actividades de turismo activo 
tendrán la consideración de actividades inocuas a los efectos previstos en la Ley 6/2014 
de 25 de julio de Ley de Prevención de Contaminación y Calidad Ambiental de Comunidad 
Valenciana, siempre y cuando no superen los límites establecidos en el Anexo III de la 
citada Ley. 

Dado que la configuración de este Anexo III es de numerus apertus la citada clarificación, 
a la que podría llegarse con una interpretación de la norma, procedería realizarla de forma 
expresa, en atención a salvaguardar el principio de seguridad jurídica, mediante la 
modificación del art. 71.3 de la LOTH, del que propondríamos tuviese la siguiente 
redacción: 

3. Reglamentariamente se determinarán los requisitos y el régimen 
administrativo aplicable a estas empresas. Todas las actividades de 
turismo activo se considerarán como inocuas a los efectos previstos en la 
Ley 6/2014 de 25 de julio de Prevención de la Contaminación y Calidad 
Ambiental, salvo que superen los límites establecidos en el Anexo III de la 
misma. 
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De esta forma quedaría cubierto que el título habilitante para el desarrollo de las 
actividades de Turismo activo será la comunicación previa al inicio de esta que tendrá que 
realizarse ante el Ayuntamiento o Ayuntamientos en cuyos términos municipales se quiera 
ejercer dicha actividad. 

Y en consonancia con esta modificación propondríamos la modificación del art. 4.6.b) del 
Decreto 12/2022 Decreto 12/2022 de 27 de enero, regulador del turismo activo en la 
Comunitat Valenciana. que pasaría a tener la siguiente redacción: 

1º Haber realizado la comunicación previa al inicio de la actividad ante 
el Ayuntamiento o Ayuntamientos en cuyos términos municipales se 
pretenden desarrollar las actividades de turismo activo. 

De este modo la propia normativa turística expresaría el título habilitante requerido, 
eliminando así las interpretaciones a realizar en cada municipio basadas en las propias 
apreciaciones sobre el tipo de actividad que se pretende desarrollar. 

 

5.2.10 PROPUESTA DÉCIMA: Modificación de 
la Disposición Adicional Segunda de la LTOH 
relativo a las Viviendas de uso Turístico (VuT). 

En la línea de lo ya señalado respecto de las VuT proponemos que la normativa turística 
tome un posicionamiento activo con relación al fenómeno que suponen en estos momentos, 
clarificando cual debe ser su consideración a efectos urbanísticos, en particular acogiendo 
la tesis actualmente unánime de nuestros Tribunales de considerarlas urbanísticamente 
como uso terciario, lo cual no sólo va a reportar seguridad jurídica al sector sino que puede 
permitir la modificación de la regulación de los certificados de compatibilidad urbanística 
que la normativa exige como requisito previo para la inscripción de las mismas en el 
Registro de Turismo. 

En este sentido propondríamos modificar la literalidad de la Disposición Adicional Segunda 
de la LTOH en los siguientes términos:  

“1. A los efectos de la emisión del documento acreditativo de 
compatibilidad urbanística contemplado en los artículos 65 y 77 de la Ley 
15/2018, de 7 de junio, de turismo, ocio y hospitalidad de la Comunitat 
Valenciana, los Ayuntamientos respectivos considerarán que las viviendas 
de uso turístico, se incardinan dentro del uso terciario que defina el 
planeamiento urbanístico municipal, estén o no mencionadas 
expresamente en el mismo, y que por lo tanto las condiciones de 
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compatibilidad, en defecto de previsión específica en el planeamiento 
que resulte de aplicación, serán las mismas que las que establezca ese 
planeamiento para el uso terciario en la localización concreta en la que 
se pretenda desarrollar esta actividad. 

2. Transcurrido el plazo de un mes desde la solicitud sin que se emita el 
certificado de compatibilidad urbanística, el interesado podrá presentar 
la Declaración Responsable previa al inicio de la actividad, acreditando 
haberlo solicitado. 

3. Para otorgar la compatibilidad urbanística en uso residencial, las 
entidades municipales, si así lo estiman oportuno, podrán recabar 
informes de las distintas áreas internas de la gestión municipal para 
garantizar la integración y la convivencia vecinal. 

4. Las entidades municipales podrán aprobar los instrumentos de 
ordenación de los usos turísticos, PORT y, en su caso, PIAT, los cuales 
tendrán naturaleza de ordenanza y seguirán para su aprobación los 
trámites de su regulación sectorial en materia de urbanismo.” 

La modificación pretende resolver la problemática ya comentada que se genera desde el 
mismo momento en que las viviendas de uso turístico presentan esa doble dimensión o 
funcionalidad, pues por su configuración inmobiliaria pueden servir alojamiento 
permanente (uso residencial) y pueden servir de soporte a una actividad lucrativa de 

carácter turístico (uso terciario). De ahí que, en realidad, cuando una vivienda – que en 
hipótesis se haya destinado a vivienda habitual – cambie su destino para pasar a ser 
soporte de una actividad turística en puridad se está produciendo un cambio de uso 
urbanístico que tiene que ser controlado por el Ayuntamiento respectivo y validado 
mediante el certificado de compatibilidad urbanística que la normativa exige como 
requisito para su inscripción en el Registro de Turismo. 

Obviamente la propuesta no pretende cercenar la discrecionalidad del Ayuntamiento en el 
ejercicio de su potestad de planeamiento urbanístico, de tal forma que este podrá 
establecer el régimen correspondiente a tales viviendas de uso turístico. 

Por el contrario de lo que se trata es de clarificar el régimen urbanístico aplicable a fin de 
simplificar la labor del Ayuntamiento correspondiente y de este modo favorecer la 
implantación reglada de este tipo de actividades allí donde el planeamiento urbanístico lo 
permita y en las condiciones que el mismo establezca, evitando así interpretaciones 
diversas en cada municipio en función de apreciaciones o interpretaciones normativas que 
descansan en una falta de definición de la figura., 

Indudablemente a través del planeamiento urbanístico se podrán establecer las 
limitaciones a este tipo de actividad turística que resulten justificadas, congruentes y 
proporcionales, ya que por imperativos de derecho comunitario han de contar con 
imperiosas razones y que las mismas se deriven de justificación adecuada en el 
expediente. Entre otras razones destacamos aquellas que vengan impuestas por la 
protección patrimonial de los Bienes de Interés Cultural y sus entornos declarados 



 

 

- 72 - 

conforme a la legislación de patrimonio histórico valenciano, o la preservación del uso 
residencial y su entorno urbano en aquellas áreas centrales de la ciudad en que se ve 
amenazado por su progresiva terciarización. 

6. CONCLUSIONES 

En definitiva, si hiciéramos el ejercicio de proyectar a futuro las modificaciones normativas 
que planteamos observaríamos que se habrían producido los siguientes cambios: 

1. La implantación de establecimientos de alojamientos turísticos en general habría 
dejado de requerir la Licencia Ambiental, por lo que el cumplimiento de la 
normativa ambiental se realizaría, en todo tipo de proyectos de esta naturaleza, 
sea cual sea su entidad, altura de evacuación o edificabilidad consumida, 
mediante Declaración Responsable Ambiental, regulada en los arts. 66 y ss., de la 
Ley 6/2014. 

La excepción a lo anterior la representaría que el desarrollo de las actividades 
turísticas implique la nueva construcción de edificaciones, en cuyo caso el título 
habilitante será la Licencia Municipal de Obras. 

2. Será posible la implantación de actividades turísticas de calidad, excelencia y 
valor añadido en suelo no urbanizable común, sin necesidad de obtener 
previamente la Declaración de Interés Comunitario, entendiéndose así que uso 
turístico es un uso propio del suelo no urbanizable no protegido en consonancia 
con la consideración del territorio como un recurso turístico, si bien en aras a la 
protección ambiental el mismo se reserva exclusivamente para proyectos turísticos 
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de gran valor añadido por su singularidad y/o por la incidencia que su implantación 
podría tener desde la perspectiva social y económica. 

3. Quedaría clarificado el régimen jurídico aplicable al ejercicio de actividades de 
Turismo Activo y Viviendas de uso Turístico (VuT) aspectos que en estos momentos 
son los que generan mayor problemática a la hora del poder materializar las 
iniciativas de emprendedores.  

4. Y se habría generado un instrumento de contacto con los emprendedores y 
empresarios del sector turístico a través del soporte que ofrece el Programa 
ACCETUR facilitando comunicación, contacto, apoyo en sus iniciativas y solución 
de cuellos de botella que pudieran existir en la tramitación. 

La consecución de estos cuatro objetivos básicos consideramos que sería en gran paso 
de cara a la simplificación de trámites y facilitación de las iniciativas de emprendedores de 
actividades turísticas en la Comunitat Valenciana. 
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7. ANEXOS 

Anexo 1. METODOLOGÍA EMPLEADA  

La metodología aplicada ha sido la conocida como Administrative Process Study (APS) con la finalidad de elaborar un Catálogo de autorizaciones, permisos, etc… que inciden en la 
puesta en marcha de una empresa turística. 

En concreto la metodología aplicada para la realización de este trabajo ha sido la siguiente: 

a) Relación/Inventario de toda la normativa que resulte de aplicación a la puesta en marcha de empresas turísticas. A título ejemplificativo podemos señalar como la más 
significativa, la: 
 

- Normativa Sectorial en materia Ambiental (Declaración Responsable, Licencia Ambiental). 
- Normativa Urbanística. 
- Normativa Sectorial en materia de Turismo general: Ley 15/2018, de 7 de junio, de turismo, ocio y hospitalidad de la Comunitat Valenciana. 
- Etc.. 

 
b) Estructuración sistematizada de los procedimientos administrativos y las resoluciones, autorizaciones, declaraciones responsables o cualquier otro título habilitante que se exija para 

el inicio de la actividad de estas. 
 

Esa estructuración se ha realizado mediante una sistematización ordenada de estos procedimientos de forma que en relación con todos ellos quedase definido en los documentos de 
trabajo: 
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- El procedimiento de que se trata (nombre oficial o acrónimo del sistema de tramitación). 
- Tipología de tramitación. 
- Intervinientes (administraciones y unidades responsables, incluyendo el órgano gestor). 
- Análisis de los supuestos de simultaneidad de trámites ante distintas administraciones y propuesta de solución procedimental. 
- Órgano resolutorio. 
 

c) Generación de un gráfico global del proceso que defina e indique los pasos a seguir según la situación actual de la normativa. 
 

Se han definido los diferentes departamentos o unidades internas o externas, que intervienen en el proceso de inicio de actividad de una empresa turística, con indicación de los 
documentos que se generan o completan a lo largo del proceso administrativo, identificando los circuitos parciales, que separan un proceso complejo en diversos capítulos. 

d) Reflexiones sobre el resultado del gráfico global indicativo de los pasos y trámites necesarios. PROPUESTA DE MEJORA. 
 

Se ha elaborado una propuesta que detecta los puntos negros que existen en la normativa que incide sobre la puesta en marcha de las actividades turísticas regladas, evaluando si su 
existencia puede o no tener sentido desde la óptica sectorial turística y proponiendo alternativas y cambios normativos que hagan desaparecer aquellos que se estima no tienen excesiva 
lógica. 

Obviamente en el análisis realizado no se mencionan aquellos obstáculos o trámites actualmente existentes que entendemos guardan una coherencia y proporcionalidad adecuada con 
las finalidades que persiguen y que resulta necesario validar antes del inicio de las actividades turísticas. 

En definitiva, el enfoque ha sido el de intentar minimizar los controles y aprobaciones que no resulten estrictamente necesarios, utilizando en su lugar los más actuales principios y 
técnicas de colaboración público-privada (como en particular el recurso a la infraestructura privada de entidades de verificación y control del cumplimiento normativo) y elimine pasos 
que no agregan valor al proceso. 
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La metodología empleada nos ha permitido realizar una reflexión sobre el impacto de las decisiones, autorizaciones, permisos, etc… que la normativa vigente en la actualidad exige, 
para detectar aquellas que, en el contexto global de la puesta en marcha de una actividad turística reglada, no son necesarias o no aportan elementos relevantes de valor añadido desde 
la perspectiva del interés público y por lo tanto se convierten en obstáculos desproporcionados o no congruentes con la propia actividad turística que se pretende lleva a cabo. 
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Anexo 2   ENCUESTA A LOS PARTICIPANTES  

Siguiendo el itinerario metodológico previsto se ha llevado a cabo una encuesta entre los principales agentes de turismo desde el 13 de julio hasta el 29 de septiembre de 2022, obtenidos 
los siguientes resultados:  

Datos generales:  

- Constan 29 participantes que dieron respuestas al cuestionario.  

- Se formularon 10 preguntas relativas al inicio de las actividades regladas y su puesta en funcionamiento.  

- Se ha dado la posibilidad de elección múltiple y libre respuesta en algunas preguntas. El reflejo de las respuestas expresadas sintetiza lo expuesto en el cuestionario.  

Datos concretos:  

- Respecto de la primera pregunta: “¿Ha tenido alguna experiencia reciente en relación a la autorización y/o apertura de un establecimiento turístico (hotel, aparthotel, camping,)?” 
el 58,6% ha respondido que NO; y el 41,4 % ha respondido que sí.  

- Respecto del 41,4% que sí tuvo alguna experiencia reciente en relación con una autorización de apertura, se ha concluido que: el 46,7% ha tenido relación con la GVA; el 
20% con el Ayuntamiento; y otro 20% con “otras administraciones”21. 

 

21 El porcentaje restante no computa al no haberse marcado una opción válida.  
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- En relación con la intervención de las distintas administraciones se ha preguntado si hubo si multaneidad en los procedimientos y las respuestas obtenidas fueron las 
siguientes:  

- 37,5% respondieron que “No se han simultaneado. No se ha permitirlo la solicitud de clasificación hasta en tanto se obtuviese el instrumento de inter vención 
ambiental”.  

- 31,3% respondieron que “Sí se han simultaneado los procedimientos ante las distintas administraciones intervinientes”. 22 

- En cuanto a la coordinación entre las distintas administraciones que han intervenido, los encuestados han valorado:  

- NEGATIVAMENTE un 60%. 

- POSITVAMENTE un 20%23.  

 

 

 

 

 

22 Ídem nota 1.  

23 Ídem nota 1.  
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- Respecto de la acreditación ante el Servicio Territorial de Turismo del cumplimiento de la normativa urbanística y ambiental, los encuestados han declarado:  

- Un 66.7% que NO han tenido problemas.  

- Un 13,3% que SÍ han tenido problemas24. 

- Sobre la posibilidad de verificación documental mediante OCA’s en los Ayuntamientos los encuestados han respondió que:  

- Un 68,8% NO se ha hecho uso de esa posibilidad.  

- Un 12,5% SI ha hecho uso de esa posibilidad25. 

- Respecto de la tardanza en la verificación del cumplimiento de los requisitos de las Declaración Responsables ante el Servicio Territorial de Turismo lo encuestados han declarado 
que:  

- Un 45,5% NO se han verificado.  

- Un 27,3% han tardado menos de 2 meses.  

 

24 Ídem nota 1.  

25 Ídem nota 1.  
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- Un 27,3% han tardado de 2 a 6 meses.  

- Sobre los principales problemas que se han encontrado los emprendedores turísticos en la tramitación de las licencias y/o autorizaciones para el inicio de sus actividades turísticas 
regladas, se han puesto de manifiesto los siguientes:  

o En turismo activo: “Dos organismos para un trámite y licencia menor” y “Se tuvo que presentar varias veces documentación. Al final como hay un vacío en la ley no se nos 
considera turismo activo a las empresas tecnológicas y no sirve de nada ya que no hay accesos a subvenciones ni a nada. Ni siquiera en la época COVID tuvimos ningún 
beneficio…. Estamos inscritos como empresa turística de oferta complementaria pero realmente no sirve de nada. Ni siquiera para que te den un listado con la persona 
responsable de turismo en cada municipio para poder contactar con ellos y ofrecer nuestros productos”. 

o En guías turísticos: “En cuanto a la solicitud de permisos para mostrar recursos encontramos dificultades”. 

o En alojamiento rural: “1. Primero que no se nos deja registrarnos fuera del sector Turismo Activo y no lo somos / 2. El Ayuntamiento no tiene habilitado departamento que 
trate temas aperturas-urbanismo dedicado a Turismo y no se sabe cómo abrir un negocio de turismo rural- alojamiento – turismo de naturaleza- actividades en el medio 
rural ilicitano…no hay buen asesoramiento / 3.- los códigos de Hacienda y de Ayuntamiento Elche y otros como son el IAE y el CNAE no se corresponden en nuestras 
actividades / 4 .no se tienen en cuenta para incentivar las actividades turísticas sostenibles con el medio y/o que ayudan a mantener el medio natural y/o rural ....y más”. 

o En VUT: “grandes retrasos municipales para la compatibilidad urbanística” y “no se permite simultanear procedimientos”. 

o En alojamiento turístico “No hay facilidad ni ayuda previa a la presentación... Normalmente te encuentras con que tienes que hacer 2 o 3 viajes”. También: “Orientación 
para cumplir con la normativa, falta de integración entre las entidades que intervienen, lentitud en la gestión de los procedimientos que requiere cada entidad...” 

- Por último, a la pregunta de si “Una vez obtenidas las autorizaciones sectoriales correspondientes ¿se ha inscrito de oficio en el Registro de Turismo o ha tenido algún problema 
o incidencia con la inscripción?”; los encuestados han respondido que:  
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- 68,8% se ha inscrito correctamente.  

- 6,3% ha declarado haber tenido algún problema26. 

De las anteriores respuestas y de la experiencia adquirida por el equipo que ha realizado las encuestas a lo largo de las mismas con el contacto personal con los entrevistados se pueden 
extraer las siguientes conclusiones: 

Primera. La Normativa Turística es una normativa actual, adaptada a las últimas tendencias normativas derivadas de la Ley 39/2015 del Procedimiento Administrativo Común, basada en 
general en el título habilitante de las Declaraciones Responsables, y por lo tanto ágil en cuanto a la obtención de este. 

Segunda. La mayor parte de las dificultades que se encuentran los emprendedores y en general quien decide iniciar una actividad turística no están en la normativa turística sino en las 
exigencias que desde el punto de vista urbanístico y ambiental se establecen con carácter previo para el ejercicio de estas actividades. 

Para la elaboración del presente Informe, Garrigues ha realizado diecisiete (17) entrevistas que le han permitido obtener una muestra significativa de los problemas más relevantes que 
existen en la tramitación de las autorizaciones para la apertura y puesta en marcha de actividades turísticas. 

A este respecto, las entrevistas con las Entidades Locales han sido seleccionadas con el fin de obtener la experiencia de los municipios de mayor volumen en la tramitación de solicitudes 
de puesta en marcha/inicio de actividades de empresas turísticas. 

Por otro lado, desde el punto de vista del Sector Privado se ha logrado una mayor sensibilidad hacia el tema objeto del estud io mediante la realización de entrevistas a las principales 
asociaciones que aglutinan la experiencia privada en estas materias. 

 

26 Ídem nota 1.  
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- 13/09/2022- TEMPS  

- 16/09/22- COHOSTUR 

- 19/09/2022- DG TURISMO + Servicio de Asistencia e inspección Turística + Servicio de Ordenación normativa y Tramitación Turística + ST Alicante+ ST Castellón+ ST 
Valencia.  

- 26/09/2022- AYTO DE ELCHE 

- 03/10/2011- Ayuntamiento de Benidorm: 

- 10/10/2022. Dirección General de Calidad Ambiental de la Conselleri’ d'Agricultura, Desenvolupament Rural, Emergència Climàtica i Transició Ecològica  

- 11/10/2022. Itinerantur 

- 20/10/2022. Subdirección General de Espectáculos y Establecimientos públicos de la Conselleria Justícia, Interior i Administració Pública. 

- 20/10/2022 Federación de Campings. 

- 10/11/2022 APTUR. 
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Anexo 3. Cuadro Resumen obstáculos más relevantes al emprendimiento en actividades turísticas. 

Obstáculos más relevantes al emprendimiento de nuevas 

actividades turísticas 
Tipo de Solución 

 

Dificultades para recabar toda la información necesaria para enfocar el trabajo técnico preparatorio (proyecto); 

solicitar informes previos – en algunos casos preceptivos- a diferentes organismos. 

 

No normativa. Formación, asesoramiento, contacto con las personas especialistas en materia 

turística dentro de los órganos competentes de la Administración. 

 

 

Falta de medios de la Administración para verificar el cumplimiento de los requisitos necesarios para el inicio de las 

actividades 

 

No Normativa. Generalización de la infraestructura de servicios que ofrecen las Entidades 

Colaboradoras de la Administración acreditadas para la verificación de estos 

requisitos. 

 

 

Falta de coordinación existente entre la normativa turística y otras normas que resultan de aplicación (normativa 

ambiental, urbanística o de establecimientos públicos), lo que se hace más patente en las nuevas 

actividades turísticas. 

 

Normativa. Planteamiento de un enfoque sectorial turístico sobre la normativa ambiental, 

urbanística o de establecimientos públicos que flexibilice categorías y requisitos  

 

 

Exceso de carga burocrática innecesaria para tramitar permisos para el desarrollo de actividades en un mismo local 

 

Normativa. Adecuación de la legislación en materia de establecimientos públicos  

 

 

Indefinición y falta de criterio normativo para cumplimentar determinados requisitos que exige la normativa turística 

para el desarrollo de ciertas actividades: certificado de compatibilidad urbanística en VuT 

 

Normativa. Clarificar esta cuestión y establecer un mínimo común denominador normativo 

aplicable a todos los municipios de la Comunitat Valenciana 

 

 

Pérdida de oportunidades empresariales dispuestas a poner en valor partes del territorio de la Comunitat 

Valenciana con actividades turísticas de valor añadido como consecuencia de la extraordinaria 

complejidad existente en obtener una Declaración de Interés Comunitario. 

 

 

Normativa. Adecuar la legislación urbanística valenciana posibilitando la implantación de 

actividades turísticas en suelo no urbanizable, siempre que realmente se trate de 

actividades ambientalmente sostenibles y de valor añadido para la oferta turística. 
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Anexo 4 Cuadro Resumen Propuestas de adecuación normativa.  

 

Propuestas  Objetivo 
 

1. Integrar dentro de ACCETUR de un Punto de Atención al Emprendedor Turístico 

 

Generar un punto de contacto entre los órganos competentes en materia turística y los emprendedores que sirva 

para turorizar las iniciativas de implantación de nuevas actividades turísticas 

 

 

2. Utilización de las figuras de las Entidades Colaboradoras de la Administración para la 

acreditación del cumplimiento de los requisitos necesarios para el inicio de actividades 

turísticas. 

 

Suplementar los medios disponibles de las distintas Administraciones públicas sustituyendo labores de certificación 

del cumplimiento normativo por emisión de certificados de valor equivalente producidos por entidades 

privadas sujetas al control y supervisión de la Administración. 

 

 

 

3. Modificación de los arts. 211.1.f) apartados 1º, 2º y 3º y el art. 211.2 y 3 TRLOTUP. 

 

Posibilitar al planeamiento urbanístico municipal la zonificación del suelo no urbanizable no protegido para habilitar 

excepcionalmente en el mismo determinados usos específicos, sin incorporar en esa habilitación 

requisitos o condiciones que no guardan coherencia con el ejercicio empresarial de estos usos desde un 

punto de vista turístico. 

 

 

 

4. Modificación del art. 215.1 y 2 TRLOTUP y del art. 216.1 TRLOTUP 

 

Posibilitar que el suelo no urbanizable no protegido pueda albergar actividades y establecimientos turísticos de 

calidad, excelencia en el sector, y sostenibilidad ambiental que sirvan de freno al despoblamiento del 

interior de la Comunitat Valenciana 

 

 

 

5. Modificación del art. 218.1.b).2º y 219.2.b). 1º TRLOTUP. 
 

 

Admitir sin necesidad de Declaración de Interés Comunitario determinadas actividades turísticas en municipios que 

la Estrategia Territorial de la Comunitat Valenciana considera integrantes en la franja intermedia y eximir 

de la necesidad de Declaración de Interés Comunitario a determinadas actividades turísticas que se 

desarrollen en suelo no urbanizable no protegido que actualmente están sujetas a la misma si sobrepasan 

ciertos límites o características que no tiene razón de existir desde la perspectiva turística  
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6. Modificación de la Ley 6/2014 para eliminar el apartado 13.2.7 y 13.4.11 del Anexo II de la 

misma (Actividades sujetas a Licencia Ambiental). 

 

Establecer que, con carácter general el título habilitante para el ejercicio de cualquier actividad de alojamiento 

turístico, campings y turismo activo será la Declaración Responsable, no la Licencia Ambiental. 

 

7. Eliminación de la Disposición Transitoria Quinta de la Ley 6/2014  

Eliminar la posibilidad de que los municipios de la Comunitat Valenciana puedan excepcionar a su criterio la 

aplicación de una previsión legal de alcance general de las Cortes Valencianas, todo ello en aras a la 

seguridad jurídica de los proyectos de emprendimiento en materia turística. 

 

 

 

8. Modificación del art. 13 de la Ley 14/2010. 

 

Posibilitar que en un mismo establecimiento público se puedan ejercer distintas actividades, aunque resulten 

incompatibles por razón de horario, público asistente o dotación, sin merma de las condiciones de 

seguridad para las personas, las cosas o el medio ambiente 

 

 

9. Modificación del art. 71.3 LTOH y del art. 4.6.b).1º del Decreto 12/2022 para especificar 

que las actividades de Turismo Activo son actividades inocuas a los efectos de la 

legislación ambiental 

 

 

Clarificar el régimen del título habilitante ambiental para las actividades de Turismo Activo 

 

10. Modificación de la Disposición Adicional Segunda de la LTOH relativo a las Viviendas de 

uso Turístico (VuT). 

Establecer unos principios generales urbanísticos uniformes para toda la Comunitat Valenciana en relación a las 

viviendas de uso turístico que clarifique la emisión de los certificados de compatibilidad urbanística 

requeridos por la normativa que resulta de aplicación 
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Anexo 5 Modelo Ficha del Emprendedor 
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